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Se inicia la Sesión a las 8:20 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, el Sr. Luis González, el Sr. Víctor Estrada, el Sr. Javier Brenes, la Dra. Lilliana Harley, la Máster Rosaura Brenes, el Lic. Johnny Masís, el Ing. Carlos Badilla.
El señor Eugenio Trejos justifica la ausencia de la señora  Sonia Barboza por motivos de salud.  
Así mismo justifica la ausencia del señor Dennis Mora Mora, así como del representante suplente, ya que todavía no han sido juramentados. 

ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
El señor Eugenio Trejos somete a consideración de los miembros de Consejo, la Agenda del Día. Solicita se incluya como punto 4, la presentación del Control de Acuerdos del mes de marzo para dejarlo presentado para su respectiva revisión. 
Se somete a votación la agenda y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda se aprueba de la siguiente manera:
ASUNTOS DE TRÁMITE
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación del  Acta No. 2601
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Presentación del Seguimiento de Ejecución de los acuerdos tomados por el Consejo Institucional al 31 de marzo del 2009
6. Propuestas de Comisiones
7. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
ASUNTOS DE FONDO
8. Solicitud de dictamen favorable a la Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la República, con fundamento en la Ley General de la Administración Pública, para proceder a la declaratoria de nulidad de la Resolución de Rectoría Nº RR-025-2009 del 04 de febrero del 2009” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
9. Acciones tomadas en respuesta a la “Relación de hechos por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a  poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
10. Presentación Informe de Autoevaluación de la Escuela de Ingeniería Agropecuaria Administrativa (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
11. Presentación Informe de Autoevaluación de la Escuela de Ingeniería en Computación (Sede Cartago y Santa Clara) (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles)
ASUNTOS DE FORO
12. Informe de Resultados del Proceso  SEVRI-PAO-2009 (A cargo de la CICI)
ASUNTOS VARIOS
13. Varios
14. Definición puntos de agenda para la próxima sesión.
CAPÍTULO DE ACTAS
ARTÍCULO 2.  Aprobación del Acta No. 2601
Se somete a votación el Acta No. 2601 y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 0 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional. 
La señora Rosaura Brenes solicita que conste en actas su voto en contra por no haber estado presente en esa sesión.
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 3.		Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:  
Correspondencia remitida  al Consejo Institucional:
1. SCU-425-2009  Nota con fecha 20 de marzo de 2009, suscrita por señora Juanita Coto Campos, Secretaria a.i. del Consejo Universitario de la Universidad Nacional, dirigida a los Miembros del Consejo Institucional, en la cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, según el artículo tercero, inciso iv, de la sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo del 2009, acta No. 2990, que dice:  “A.  Manifestar  a la Comisión Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de la Asamblea Legislativa que la Universidad Nacional, recomienda la Aprobación de la “Ley de Reforma de los Artículos 84, 85, y 86 del Reglamento de la Asamblea Legislativa”, Expediente No. 17.172.  B.  Acuerdo Firme”  (SCI-258-03-2009)
Se toma nota.
2. SCU-423-2009  Nota con fecha 20 de marzo de 2009, suscrita por la señora Juana María Coto Campos, Secretaria a.i. del Consejo Universitario de la Universidad Nacional, dirigida a los Miembros del Consejo Institucional, en la cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, según el artículo tercero, inciso iii, de la sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2009, acta No. 2990, que dice:  “A.  Manifestar a la Comisión Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de la Asamblea Legislativa, que el proyecto “Ley de Fomento a la Investigación y la Producción de Biotecnología”, expediente No. 17.215, ese una iniciativa visionaria y de gran importancia para promover el desarrollo y consolidación del sector Biotecnológico en Costa Rica.   La Universidad Nacional recomienda su aprobación, siempre y cuando se incluyan las modificaciones planteadas en el considerando 2 de este acuerdo.  B.  Acuerdo Firme.”  (SCI-257-03-2009)
Se toma nota.  
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
3. DFC-0622-2009  Memorando con fecha 26 de marzo de 2009, suscrito por el M.B.A. Jorge Mena Calderón, Director del Departamento Financiero Contable, dirigido al Lic. Johnny Masís Siles, de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual adjunta el Informe de Modificación Presupuestaria 1-2009, que incluye los cambios originados por la reversión de las solicitudes de Modificación No. 17 y 50.  (SCI-262-03-2009)
Se toma nota.  Tema tratado en la Sesión No. 2601.
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
4. CICI-005-2009  Memorando con fecha 26 de marzo de 2009, suscrito por la Licda. Ana Lizeth Rodríguez, Coordinadora de la Comisión Institucional de Control Interno, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el Informe de Resultados del SEVRI-TEC 2009.  (SCI-265-03-2009)
Se toma nota.  Se traslada como punto de Agenda.
5. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 30 de marzo del 2009, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta el documento de la Asamblea Legislativa CPS-066-17.280 del 25 de marzo del 2009, respecto a la “Ley de Creación del Sistema Nacional de Educación Musical”, Expediente No. 17.280 de la Comisión de Asuntos Sociales.  (SCI-264-03-2009)
Se toma nota.  Se traslada a la Escuela de Cultura y Deporte.
6. CITEC No. 216-08-09 con fecha 30 de marzo del 2009, suscrito por el Ing. Fernando Ortiz Ramírez, Secretario de Junta Directiva, dirigido a los Señores del Consejo Institucional, en el cual solicita el nombramiento de un representante del Consejo Institucional para formar parte de la Comisión Bipartita CITEC-ITCR.  (SCI-269-04-2009).
Se toma nota. Se traslada a la Presidencia.
7. Sin referencia  Nota con fecha 01 de abril del 2009, suscrita por el señor Mariano Martínez Montezuma, Presidente Asociación Cultural Ngobegue y por COECOCEIBA-AT, dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en la cual solicitan al Consejo Institucional pronunciarse sobre el proyecto de “Ley de Desarrollo Autono de los Pueblos Indígenas”, que corre bajo el Expediente Legislativo número 14.352.  (SCI-275-04-2009)
Se toma nota.  Se traslada a la Oficina de Equidad de Género.
El señor Eugenio Trejos da lectura al informe de correspondencia, la cual se direcciona a las diferentes Comisiones.
Punto 5. (BOLETA DE COMUNICADO) en el cual se adjunta el documento de la Asamblea Legislativa CPS-066-17.280 del 25 de marzo del 2009, respecto a la “Ley de Creación del Sistema Nacional de Educación Musical”, Expediente No. 17.280 de la Comisión de Asuntos Sociales.  Se traslada a la Escuela de Cultura y Deporte.
Punto 6. (CITEC No. 216-08-09), en el cual se solicita el nombramiento de un representante del Consejo Institucional para formar parte de la Comisión Bipartita CITEC-ITCR.  Se traslada a la Presidencia.
Punto 7.	(Sin referencia), en la cual solicitan al Consejo Institucional pronunciarse sobre el proyecto de “Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas”, que corre bajo el Expediente Legislativo número 14.352.  Se traslada a la Oficina de Equidad de Género y a la Asesoría Legal del ITCR.
La señora Rosaura Brenes solicita copia de los puntos 5, 6 y 7 de la correspondencia.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2602.
ARTÍCULO 4.	Seguimiento de Ejecución de los acuerdos tomados por el Consejo Institucional al 31 de marzo del 2009
El señor Eugenio Trejos, deja presentado el Seguimiento de Ejecución de los acuerdos tomados por el Consejo Institucional al 31 de marzo del 2009, para su revisión y ser analizado en la próxima sesión.
CAPÍTULO ASUNTOS DE RECTORÍA
ARTÍCULO 5.		Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 26 al 1 de abril de 2009, detalladas de la siguiente manera:
1.	Reunión con representantes de la Agencia de Acreditación Norteamericana
El jueves 26 de marzo se reunió, en compañía de la Ing. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, y del Ing. Carlos Mata, con la Dra. Dona Wilkins Agencia de Acreditación de los Estados Unidos de América (SACS), con el propósito de analizar los requisitos que esa Agencia establece para Acreditar a instituciones de Educación Superior Universitarias Públicas o Privadas Norteamericanas, así como de otros países.  Esta Agencia, a diferencia de otras agencias, acredita a las universidades a nivel general (a la institución propiamente dicha) y no nivel de programa académico (bachillerato, licenciatura, maestría o doctorado)
2.	Sistematización de la Experiencia de zona económica especial de la Región Huetar Norte
El viernes 27 de marzo participó en el Taller de Sistematización de la Experiencia de Zona Económica Especial de la Región Huetar Norte (ZEE) que cumple siete años de haber iniciado y la hacen única en su género en Costa Rica.  Esta sistematización de la ZEE se hará con el propósito de:
1. Identificar las características básicas y los ejes fundamentales que definen y configuran la estrategia ZEE.
2. Precisar los principales resultados e impactos obtenidos en la ejecución de esta estrategia en cada uno de los ejes fundamentales identificados.
3. Establecer políticas y estrategias que permita a los actores sociales y productivos de la Región Huetar Norte mejorar su proceso de gestión de desarrollo económico local y garanticen su sostenibilidad.
4. Elaborar una guía para potenciar desarrollo económico local que oriente a otros actores sociales y productivos que impulsen iniciativas de esta naturaleza en otras regiones del país y de Centroamérica.
El taller se realizó en Termales del Bosque, en San Juan de Ciudad Quesada en San Carlos.
3.  Inauguración de Edificio Clínica de Salud
El lunes 30 de marzo participó en el Acto de Inauguración del Edificio de la Clínica de Salud, la cual prestará servicios de salud oportunos y de calidad, tanto a funcionarios y funcionarias, como a estudiantes de la comunidad institucional.
4. Reunión del Comité Ejecutivo de la Organización Deportiva Universitaria Panamericana 
El lunes 30 de marzo fue la Inauguración de la Reunión del Comité Ejecutivo de  la Organización Deportiva Universitaria Panamericana (ODUPA), que agrupa a 19 países del Continente Americano.  En esta reunión también participaron representantes de la Federación Costarricense Universitaria de Deportes (FECUNDE), la Federación Internacional de Deporte Universitario (FISU) y del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación (ICODER), así como del Comité Olímpico Nacional (CON).
5. Sesión Ordinaria No. 73-09 de la Asamblea Institucional Representativa 
El martes 31 de marzo se realizó la Sesión Ordinaria No73 de la Asamblea Institucional Representativa (AIR).  En esta Sesión, conforme con lo estipulado en los Artículos 18 inciso a. y 26 inciso p. del Estatuto Orgánico y 24 Bis del Reglamento del Consejo Institucional, presentó el Informe de Labores del Consejo Institucional 2008 y de Rectoría correspondiente a ese mismo año. Ajunta copia digital de ambos informes. 
6. Planta Multipropósito de Irradiación de Cobalto
[bookmark: gjdgxs]El lunes 30 de marzo se reunió, en compañía del Dr. Celso Vargas, Director de la Escuela de Ciencias Sociales, el Ing. Mario Conejo, Profesor de la Escuela de Ciencias de los Materiales, el Ing. Miguel Rojas,  Profesor de la Escuela de Biología, con la Dra. Eugenia María Flores Ministra de Ciencia y Tecnología, con el propósito de exponerle el Proyecto de Instalación una Planta Multipropósito de Irradiación de Cobalto, a efecto de contar con el apoyo de ese ministerio en la búsqueda de recursos para la ejecución de dicho Proyecto. La planta que se pretende instalar en el TEC seguirá los parámetros de diseño de las plantas construidas en el Instituto de Pesquisas Energéticas e Nucleares (IPEN), de São Paulo, Brasil, cuyo diseño e imagen se presenta a continuación:
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El costo aproximado de una planta de este tipo ronda los 3.5 millones de dólares. La instalación de esta planta contribuirá a incrementar labores de investigación, innovación y desarrollo, para favorecer la expansión de los sectores social y productivo nacionales y regionales.
7. Sesión No. 09-09 del Consejo Nacional de Rectores
El martes 31 de marzo participó en la Sesión N° 09-09 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE) en la que trataron los siguientes temas:
7.1. Aprobación del Acta de la Sesión del CONARE N° 07-08 
Se aprobó del Acta de la Sesión del CONARE N° 07-08. Deposito copia de dicha Acta en la Secretaria del Consejo Institucional.
7.2. Audiencias
a.	Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea
Se recibió la visita de la Licda. Amparo Pacheco, Viceministra de Comercio Exterior, quien expuso los avances en el proceso de negociación de un Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea
b. 	Comisión de Decanas de Educación 
Se recibió la visita de Decanas de Educación quienes expusieron los resultados de un Estudio Comparativo sobre los Planes de Estudio de las Carreras de Educación de las Instituciones de Educación Superior Estatal Costarricense.
7.3. Financiamiento y presupuesto
a. Se recibió nota DM-1627-03-09, con fecha 26 de marzo remitida al CONARE por la señora Ministra y los señores Ministros miembros de la Comisión de Enlace.  El contenido y alcances de esta nota será analizada en una sesión de trabajo que la rectora y rectores de las universidades estatales realizarán en el transcurso de la próxima semana.
b. Nota VI-1555 la Vicerrectoría de Investigación de la Universidad de Costa Rica solicita la aprobación de los remanentes del 2007 y del 2008 del proyecto “Detección y cuantificación de patógenos intracelulares de animales mediante la técnica de PCR en tiempo real”.
7.4. Correspondencia
a. OPES-OF-72 acuse recibo del informe del programa “En línea con las Universidades Públicas” del período 2008. 
b. Oficio DC-0417 de la Dirección de Cobros de la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.) sobre la obligatoriedad de aplicar el artículo 74 de la Ley Constitutiva de la Caja.
c. Documentos del señor Guillermo Molina Semana 60 y Semana 89, año 2.
7.5. Programas y Comisiones del CONARE
Nota D.E.082 Informe de Actividades 2008 de la Comisión de Editoriales y proyecto: Promoción de las Publicaciones Universitarias para 2009-2010 y los resultados del Taller de los Consejos Editoriales de las Universidades Estatales.
7.6. CENIBiot
a. Copia de la nota 0057-2009 sobre contrato de capacitación y declaración jurada de confidencialidad para ser firmado por los funcionarios del CENIBiot.
b. Copia de la nota 58-2009 la Directora solicita permiso con goce de sueldo para asistir al Simposio “Mujer para la Ciencia”, que se realizará en México.
c. Nota 066-09 programa preliminar inauguración Planta de Bioprocesos CENIBiot.
7.7. Representaciones
Nota OCTI-0193 informe del señor Director, Dr. Carlos Álvarez, sobre su participación en la Segunda Reunión para crear el Espacio de Encuentro Latinoamericano y Caribeño de la Educación Superior (ENLACES), la cual se realizó en República Dominicana.
7.8. Leyes y Decretos
CPAS-090 la Comisión Permanente de Asuntos Sociales consulta criterio sobre proyecto “Ley de Creación del Sistema Nacional de Educación Musical”, expediente 17.280.
7.9. Planes y Programas de Estudio
Documento OPES-8-2009 “Dictamen sobre la propuesta de apertura de la Licenciatura en Educación Comercial Bilingüe en la Universidad Nacional”.
8. Inauguración I Foro Panamericano Universitario de Entrenamiento Deportivo
El miércoles 1 de abril participó en la Inauguración del I Foro Panamericano Universitario de Entrenamiento Deportivo, cuyo propósito fundamental es crear un espacio de encuentro para profesores del área de la Educación Física, el Deporte y áreas afines de los países miembros de la Organización Deportiva Universitaria Panamericana (ODUPA). En este Foro participan más de 150 profesores y profesoras de escuelas, colegios y universidades.
9. Reunión con Representante de la Universidad GrinnEll
El miércoles 1 de abril se reunió con la Dra. Eliza Willis, Profesora del Departamento de Ciencias Políticas de la Universidad Grinnell, Illinois, Estados Unidos de América, quien realiza una investigación sobre Movimientos Sociales y Desarrollo en Costa Rica. Como parte de esta investigación, analiza el papel desempeñado por las Universidades Estatales en estos movimientos.
10. Reunión con dirigentes del Club Sport Cartaginés
El miércoles 1 de abril se reunió con el Lic. José Luis Rodríguez, Presidente del Club Sport Cartaginés, el Lic. Luis Antonio Salas Araya, miembro de la Junta Directiva de ese Club, y el Prof. Juan Luis Hernández Fuerte, Entrenador de dicho Club, con el propósito de analizar los posibles proyectos que ambas instituciones pueden desarrollar de manera conjunta, en el marco del Convenio de Cooperación suscrito entre ambas instituciones en el año 1986.
11. Semana de Administración de Empresas
El miércoles 1 de abril se reunió con las y los estudiantes miembros de la Junta Directiva de la Asociación de Estudiantes de Administración de Empresas (ASEAE) quienes me expusieron el programa de actividades académicas que pretenden realizar con motivo de la realización de la Semana de  Administración de Empresas. Entre las actividades contempladas en dicho programa, figuran el  Desarrollo Juego de Negocios y la Feria de Ideas de Negocios. 
12. Máster en Gestión de Empresas de Economía Social
El miércoles 1 de abril se reunió con el Pbro. Melvin Jiménez, Presidente del Consorcio Costarricense de Organismos No Gubernamentales y Empresas Sociales (CONGES) y el Lic. Víctor Morales, ExPresidente del Consejo Nacional de Cooperativas (CONACOOP), con el propósito de analizar la posibilidad de que el TEC participe en el desarrollo del Programa de Maestría en Gestión de Empresas de Economía Social, que esos organismos pretenden desarrollar con la colaboración académica de Universidad de Mondragón del País Vasco, que es considerada como de los modelos organizativos a nivel mundial ya que es la única universidad cooperativa de España y una muestra muy potente del cooperativismo de trabajo asociado. Con este programa se pretende:
a. Aportar a los participantes una amplia base teórica y práctica de la economía social y del cooperativismo en sus diversas acepciones y sectores, tanto a nivel nacional como internacional.
b. Reforzar las capacidades de las personas para su implicación en el movimiento de la economía social y el cooperativismo, incidiendo en los siguientes aspectos claves: participación, democracia, solidaridad, compromiso, comunicación, trabajo en equipo, liderazgo, multidisciplinariedad y autogestión.
c. Brindar a los participantes la capacidad suficiente para analizar y evaluar los aspectos empresariales desde el punto de vista legal, fiscal, contable y estatutario; así como los intraempresariales como el asociacionismo y la colaboración supra-empresarial, para un mejor desarrollo de las empresas cooperativas.
Convinieron programar una reunión en la que participen los Directores de las Escuelas de Administración de Empresas, Ciencias Sociales y Administración Agropecuaria, para analizar la posibilidad de que el TEC participe en el desarrollo de dicho programa de maestría.
El señor Eugenio Trejos amplía detalles y enfatiza sobre la crisis económica y la reducción del presupuesto a las universidades, por lo que el Consejo Nacional de Rectores está convocando a una reunión de emergencia para analizar la estrategia a seguir, así como definir acciones específicas.
Agrega que asistirá a un Foro convocado por la Universidad de Costa Rica sobre Políticas y Estrategias de la Universidad Pública para potenciar la generación de empleo en la Zona Sur. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2602.
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 6.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 7.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional. 
ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 8.	Solicitud de dictamen favorable a la Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la República, con fundamento en la Ley General de la Administración Pública, para proceder a la declaratoria de nulidad de la Resolución de Rectoría Nº RR-025-2009 del 04 de febrero del 2009
El señor Eugenio Trejos solicita la presencia de la Licda. Noemy Línkemer y de la Licda. Maureen Reid, en razón de que le tema por tratar es eminentemente legal.
NOTA: Ingresa las señoras Noemy Línkemer, Asistente Administrativo del Rector y Maureen Reid, Asesora del Consejo Institucional, al ser las 8:50 a.m. 
El señor Eugenio Trejos da la bienvenida a las invitadas y cede la palabra al señor Carlos Badilla quien procede a presentar la propuesta denominada: “Solicitud de dictamen favorable a la Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la República, con fundamento en la Ley General de la Administración Pública, para proceder a la declaratoria de nulidad de la Resolución de Rectoría Nº RR-025-2009 del 04 de febrero del 2009”, la cual dice: 
RESULTANDO:
1. El 04 de febrero del 2009, el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, dicta la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009, la cual en su parte resolutiva resumidamente señala:
a. Se constituye como Órgano Director al Lic. Carlos Bonilla Avendaño, quien lo preside y  al Lic. Danilo May Cantillano, con sede en la Rectoría.
b. Se hace formal traslado de cargos a la Lic. Vanessa Castro Mora.
c. De conformidad con el artículo 217 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se otorgan quince días hábiles a la Licda. Castro Mora para que formule por escrito sus alegatos, presente sus pruebas de descargo y señale lugar para recibir notificaciones.
CONSIDERANDO:
I. Respecto a las  “nulidades evidentes y manifiestas” y a la anulación de actos administrativos en su propia sede.
1. Respecto a la declaración de nulidades en sede administrativa, el criterio C-231-99 del 19 de noviembre de 1999, de la Procuraduría General de la República señala:
a. En nuestro ordenamiento existe la posibilidad de ir contra los actos propios en la vía administrativa, en la hipótesis de nulidades absolutas, evidentes y manifiestas, previo dictamen de la Contraloría General de la República y de la Procuraduría General de la República (como una garantía más en favor del administrado) y de conformidad con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.
b. La Ley General de la Administración Pública contiene dos disposiciones en las que para proceder a la anulación de un acto administrativo se debe consultar de manera obligatoria a la Procuraduría General de la República:
i. Cuando la Administración pretenda anular, evidente y manifiesta de un acto declaratorio de derechos (art. 173). 
ii. Cuando la Administración pretenda declarar la nulidad o declarar de oficio la nulidad de un acto -absoluta o relativa- siempre que tal revisión beneficie los derechos del administrado (art. 183).
c. La Ley General de la Administración Pública señala que para que la administración anule por "iniciativa propia" un acto que en su opinión presenta nulidad absoluta, manifiesta y evidente, debe cumplir previamente el requisito de que en la determinación de dicha nulidad participe el criterio vinculante de un órgano técnico-jurídico externo que es la Procuraduría General de la República.
d. A partir de la vigencia de la Ley General de la Administración Pública, la competencia de anular en sede administrativa solamente puede ser admitida si se cumple con el deber de allegar un criterio experto y externo al órgano que va a dictar el acto final. 
e. En ambos señalamientos establecidos por las garantías que contiene la Ley General de la Administración Pública, se incorporan los componentes del debido proceso (artículos 11, 39 y 41 de la Constitución Política), y en caso de prescindirse de ellas, se produciría una lesión constitutiva de una nulidad absoluta de lo actuado y decidido.
f. Si la Administración incumple las reglas de estos procedimientos, o bien, las omite del todo o en parte, ello tiene como consecuencia la invalidez del acto.
g. El artículo 129 de la Ley General de la Administración Pública, dispone que "El acto deberá dictarse por el órgano competente y por el servidor regularmente designado al momento de dictarlo, previo cumplimiento de todos los trámites sustanciales previstos al efecto y de los requisitos indispensables para el ejercicio de la competencia.". 
En consecuencia, el cumplimiento de esta disposición se constituye en uno de los elementos de valoración del acto administrativo para la determinación de su nulidad, el cumplimiento de los trámites sustanciales para la adopción de éste. 
h. Por su parte, el numeral 158 de la Ley de cita establece que la falta o defecto de algún requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico, constituirá un vicio de éste; lo que a su vez debe relacionarse con lo dispuesto en el artículo 166, para determinar la gravedad del vicio, señalándose que constituye un vicio de nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente. 
i. De las anteriores normas, puede afirmarse que la falta de requerimiento de un dictamen preceptivo determinaría el incumplimiento de un trámite sustancial previsto por el ordenamiento jurídico que constituiría un vicio de nulidad absoluta del acto. De otra parte, debe recordarse, amén de lo dicho, que el artículo 188 de la Ley General de la Administración Pública, expresamente dispone que no se puede sanear un acto administrativo cuando se esté frente a omisiones de dictámenes… El caso particular del artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. 
j. Si no se realiza la consulta a la Procuraduría o a Contraloría, prevista en él, según proceda, tal situación se constituye en un vicio de nulidad absoluta del acto que declarare la nulidad. 
Además, debe tomarse en cuenta que la Ley exige que el dictamen deba ser favorable. 
k. El artículo 128 de la Ley General establece que la validez del acto administrativo queda supeditada a su conformidad sustancial con el ordenamiento jurídico. Si la Ley Orgánica de la Procuraduría establece la obligatoriedad para la Administración consultante de seguir el criterio que este Órgano le ha emitido ha su pedido, es claro que el acto que se dicte en contra de lo dispuesto en ese dictamen, no se conforma con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico.
2. Respecto a la anulación de actos administrativos, la Sala Constitucional en su Voto Nº 755-95 del 4 de febrero de 1994, resumidamente señaló lo siguiente:
a. A la Administración le está prohibido suprimir por su propia acción aquellos actos que haya emitido que confieran derechos subjetivos a los particulares.
b. Cuando la Administración decide ir contra un acto propio en sede administrativa, por estimar que existe nulidad absoluta, evidente y manifiesta, debe observar el Procedimiento Administrativo contemplado en la Ley General de la Administración Pública, a efecto de garantizar el Debido Proceso a las partes que puedan ver lesionados sus derechos subjetivos o intereses legítimos. 
c. De conformidad con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, en nuestro ordenamiento, existe la posibilidad de declarar la nulidad de sus actos propios en la vía administrativa.  Cuando la nulidad trate de actos administrativos relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la administración puede proceder a su declaración previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República.
d. El artículo 124 de la Ley General de la Administración Pública dispone:
1.-El procedimiento administrativo servirá para asegurar el mejor cumplimiento posible de los fines de la Administración, con respeto para los derechos subjetivos e intereses legítimos del administrado, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.
2.- Su objeto más importante es la verificación de la verdad real de los hechos que sirven de motivo al acto final.
En consecuencia, en cumplimiento de la oportunidad de defensa dispuesta en los artículos 39 y 41 de nuestra Constitución Política, para eliminar un derecho subjetivo que pudo haber surgido de alguno de sus actos, la administración debe observar estrictamente el debido proceso.
3. En relación con la “nulidades evidentes y manifiestas” la Procuraduría General de la República, en el dictamen C-196-97 de 17 de octubre de 1997, resumidamente señaló lo siguiente:
a. La nulidad absoluta, evidente y manifiesta es aquella no solo implica la ausencia de un elemento esencial del acto administrativo, sino que dicho acto presente también la característica especial de su notoriedad y claridad, en razón de lo cual no se requiere un esfuerzo y análisis profundo para su comprobación.
b. Respecto a las nulidades en materia de contratación administrativa, la Ley de Contratación Administrativa, dispone en su Artículo 3 que “El régimen de nulidades de la Ley General de la Administración Pública se aplicará a la contratación administrativa.”
c. Sobre este mismo tema, la Ley General de la Administración Pública, en sus artículos 166 y 223 señala: 
· Artículo 166.- Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente.
· Artículo 223.- 1. Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del procedimiento. 2. Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión.
II. Legalidad de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009
4. La Resolución RR-025-2009 del 4 de febrero de 2009 presuntamente no se ajusta a derecho e incumple el Principio de Legalidad y los Principios constitucionales que regentan la Función Pública razón por la cual presuntamente carece de validez legal, por los siguientes motivos:
a. Este Órgano Director fue designado por el Rector en condiciones de presunta relación personal con el hecho denunciado por la Auditoría Interna.
b. Dicho Órgano Director es presidido  por un funcionario que también está vinculado con los mismos hechos denunciados por la Auditoría Interna.
c. Al Consejo Institucional en razón de su competencia máxima en las materias de control interno, presupuestaria y contratación administrativa le corresponde de manera propia realizar las acciones pertinentes a solicitar la integración de un Órgano Director para que investigue los hechos señalados por la Auditoría Interna.
d. El Consejo Institucional es el destinatario al cual la Auditoría Interna, en uso de las facultades legales y reglamentarias de ambos órganos, le remitió el Informe de advertencia para que proceda en consecuencia.
III. Respecto a las condiciones de objetividad e imparcialidad
5. La Sala Constitucional en su Voto 1119-90 del 18 de setiembre de 1990 caracterizó las relaciones de confianza de la siguiente manera: 
“…Estos funcionarios generalmente no ocupan puestos incluidos dentro del Régimen del Servicio Civil, sino fuera de él, y este grupo estaría constituido por personas, que “Están” o “Son” muy cercanas a las personas físicas  que fungen como funcionarios que ejercen “Autoridad” o que son “Jerarcas”. Aquí pueden darse casos, y de hecho se han dado, en que “No existe  identificación política, pero hay plena confianza entre quien ejerce la jerarquía de la Institución  u órgano público y su “Colaborador”, por razones de amistad, de conocimiento personal o profesional, lo importante, es que el jerarca confía absolutamente en la persona que ha escogido para desempeñar uno de dichos “Puestos o cargos” , aquí la confianza que se da  no es de tipo institucional u orgánica, sino meramente personal…”.
6. Conforme a las características de las relaciones de confianza indicadas por la Sala Constitucional, cabe señalar la existencia de ese tipo de relaciones entre un superior y un subordinado podría incidir al momento de dilucidar procesos disciplinarios en asuntos relacionados con la Hacienda Pública, ya que ello podría conducir a que el superior jerárquico de funcionarios no cuente con la objetividad e imparcialidad necesarias para resolver asuntos relacionados con tal tipo de subordinados pues podrían “mediar intereses que potencialmente se constituyan en un riesgo para la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones”.
7. Respecto a las condiciones de objetividad e imparcialidad la Procuraduría General de la República, en el criterio C-116-2006 del 20 de marzo de 2006 ha señalado lo siguiente: 
“… DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN PÚBLICA. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses particulares de algunos funcionarios. Existe una serie de principios generales y preceptos fundamentales en torno a la organización de la función pública que conciben a la Administración como un instrumento puesto al servicio objetivo de los intereses generales:
a. que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración)
b. que sus órganos deben ser creados, regidos y coordinados por la ley
c. que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
La mayoría de estos principios se han materializado en la Ley General de la Administración Pública, pero que derivan de varias normas constitucionales, los artículos 1°, 9, 11, 100, 109, 111, 112, 132, 191 y 192, de los que deriva todo lo concerniente al Estado de la República de Costa Rica en relación con los principios democrático, de responsabilidad del Estado, de legalidad en la actuación pública, el régimen de incompatibilidades de los miembros de los Supremos Poderes, y los principios que rigen el servicio público, tanto en lo que se refiere al acceso como la eficiencia en su prestación. No basta que la actividad administrativa sea eficaz e idónea para dar cumplida respuesta al interés público, así como tampoco que sean observadas las reglas de rapidez, sencillez, economicidad y rendimiento, sino que también es necesaria la aplicación de instrumentos de organización y control aptos para garantizar la composición y la óptima satisfacción global de los múltiples intereses expresados en el seno de una sociedad pluralista, de modo tal que los ciudadanos que se encuentren en igual situación deben percibir las mismas prestaciones y en igual medida. Es así como el principio de imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el funcionario. Este es entonces el bien jurídico protegido o tutelado en los delitos contra la administración pública en general o la administración de justicia en lo particular: la protección del principio de imparcialidad o neutralidad de la actuación administrativa como medio de alcanzar una satisfacción igual y objetiva de los intereses generales, entre los que debe incluirse la norma impugnada, como se verá a continuación.’ (Resolución Nº 00-11524 de 21 de diciembre del 2000) En fecha reciente, se reiteraron los anteriores conceptos del siguiente modo: ‘III.-Los principios de imparcialidad e independencia que regentan el ejercicio de la función pública y el régimen de incompatibilidad funcional. 
IV. Respecto al deber del Consejo Institucional de observar el “principio de legalidad”
8. En relación con el  Principio y Bloque de Legalidad, la Procuraduría General de la República en el criterio C-155-93 del 11 de noviembre de 1993, señala que conforme a los artículos 11 de la Constitución Política y 11 y 13 de la Ley General de la Administración Pública, "... la Administración habrá de someterse no sólo a la ley, sino a todo el bloque de legalidad" (Rafael Entrena Cuesta, Curso de Derecho Administrativo, Editorial TECNOS, pág. 162). Asimismo, el Lic. Eduardo Ortíz Ortíz, en torno a dicho principio manifiesta que "… el principio de legalidad prescribe que todo acto o comportamiento administrativo debe estar sometido a una autorización previa del ordenamiento, salvo que resulte evidente que se trata de una actividad privada, regulada por el derecho civil o mercantil en virtud de un voluntario sometimiento de la Administración misma. De este modo, no sólo los actos de imperio (que crean, modifican o extinguen derechos y obligaciones del particular frente al Estado) sino también los actos de organización y trámite del mundo interior de la Administración (que ponen los medios necesarios para que el acto principal se realice) lo mismo que los llamados actos de gobierno (de explicación posterior) entran dentro del ámbito de aplicación de este principio. Todo acto o comportamiento del Estado debe estar autorizado previamente, salvo que sea de índole privada…” (Eduardo Ortíz Ortíz, Tesis de Derecho Administrativo, pág. 5) 	
9. Según lo ha expresado la Sala Constitucional: (...) el Artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad y sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, al señalar que éstos están sometidos a la Constitución y a las leyes, aquí nace el fundamento de las incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya colisión entre interés público e interés privado’. (Resolución Nº 3932-95 de las 15:33 hrs. del 8 de junio de 1995). 
10. La Contraloría General de la República en su criterio C-308-2000 del 13 de diciembre del 2000, dictado a raíz de una consulta de la Licda. María de los Ángeles Cubas Cordero, ex -Auditora Interna del Instituto Tecnológico de Costa Rica, respecto al deber  de velar por el Principio de Legalidad que tiene el Consejo Institucional señaló:
“El Consejo Institucional, como todo órgano público, está sometido al principio de legalidad. Dada la naturaleza pública de los entes universitarios, ellos están vinculados a los valores v principios que se derivan del Estado democrático, entre los cuales se encuentran el principio de legalidad, sin que esta situación afecte en nada la autonomía universitaria que les garantiza el Derecho de la Constitución...”
11. Tanto el Principio de Legalidad como los Principios constitucionales que regentan la Función Pública son de observancia obligatoria para todos los funcionarios públicos.
12. La Procuraduría General de la República  en el criterio C-116-2006 del 20 de marzo de 2006, refiriéndose a los principios constitucionales que rigen la función pública, resumidamente señala lo siguiente:
a. En un Estado democrático como el nuestro, es necesario someter a la función pública a una serie de normas que garanticen un comportamiento objetivo a través del cual se evite, en la medida de lo posible, la manipulación del aparato del Estado para satisfacer los intereses particulares de algunos funcionarios.
b. Existe una serie de principios generales y preceptos fundamentales en torno a la organización de la función pública que concibe a la Administración como un instrumento puesto al servicio objetivo de los intereses generales: 
i. Que la Administración debe actuar de acuerdo a una serie de principios organizativos (eficacia, jerarquía, concentración, desconcentración)
ii. Que sus órganos deben ser creados, regidos y coordinados por la ley
iii. Que la ley debe regular el sistema de acceso a la función pública, el sistema de incompatibilidades y las garantías para asegurar la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
c. El principio de imparcialidad se constituye en un límite y -al mismo tiempo- en una garantía del funcionamiento o eficacia de la actuación administrativa, que se traduce en el obrar con una sustancial objetividad o indiferencia respecto a las interferencias de grupos de presión, fuerzas políticas o personas o grupos privados influyentes para el funcionario. 
d. La Sala Constitucional en su Resolución Nº 3932-95 de las 15:33 hrs. del 8 de junio de 1995, refiriéndose a Los principios de imparcialidad e independencia que regentan el ejercicio de la función pública y el régimen de incompatibilidad funcional manifestó: 
El artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad, así como también sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, al señalar que éstos están sometidos a la Constitución y a las leyes, aquí nace el fundamento de las incompatibilidades, el funcionario público no puede estar en una situación donde haya colisión entre interés público e interés privado. 
e. El principio de imparcialidad, conjuntamente con el de independencia en la gestión pública, constituye el pilar en el que se asienta toda la legislación sobre incompatibilidades. 
f. Este razonamiento lo comparte plenamente la Sala Constitucional; al afirmar en su Resolución Nº 2883-96 de las 17:00 hrs. del 13 de junio de 1996do lo siguiente: 
"… al funcionario público no se le permite desempeñar otra función o trabajo que pueda inducir en menoscabo del estricto cumplimiento de los deberes del cargo, o de alguna forma comprometer su imparcialidad e independencia, con fundamento en los principios constitucionales de responsabilidad, (...) de legalidad y de la exigencia de eficiencia e idoneidad que se impone a la administración pública. 
g. Es indiscutible entonces, que resulta necesario resguardar, a través del régimen de prohibiciones, impedimentos e incompatibilidades, la imparcialidad y objetividad de los órganos administrativos, para un adecuado ejercicio de la función administrativa.’ (Opinión Jurídica N° 109-2002 del 5 de agosto del 2002).
V. Respecto al “concepto de competencia”
13.  “…La competencia es un elemento de organización administrativa, afirmando como se establece en  la ley administrativa el Principio de Irrenunciabilidad de la Competencia, que establece que la competencia es irrenunciable, y se ejercerá precisamente por los órganos que la tengan atribuida como propia, es la medida de la capacidad de cada ente o, dentro de éstos el conjunto de funciones y potestades que el ordenamiento jurídico atribuye a cada ente, sobre materia u objetos determinados y que unos y otros están  autorizados y obligados a ejercitar…”
14. El “concepto de competencia” lo definen Agustín Gordillo y Roberto Dromi (Derecho Administrativo) de la siguiente manera:
“…conjunto de facultades y obligaciones que un órgano puede y debe ejercer legítimamente. La competencia de los órganos administrativos es el conjunto de atribuciones que, en forma expresa o razonablemente implícita, confieren la Constitución Nacional,… las leyes y los reglamentos… La competencia condiciona la validez del acto… La competencia del acto administrativo reúne los siguientes principios:
a. EXPRESA: porque debe emanar de las … leyes y reglamentos.
b. IMPRORROGABLE O INDELEGABLE: porque hállase establecida en interés público y surge de una norma estatal, no de la voluntad de los administrados, ni del órgano-institución, ni del órgano-individuo. El órgano-institución no puede disponer de ella, sino que debe limitarse a su ejercicio, en los términos que la norma respectiva establezca…”
c. Irrenunciable: es decir indeclinable…”.  
VI. Respecto a la relación de jerarquía entre el Consejo Institucional y el Rector en las materias de presupuesto y de contratación administrativa
15. Conforme al pronunciamiento vinculante de la Contraloría General de la República comunicado mediante el oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008, la atención del presente asunto es competencia específica del Consejo Institucional, pues el ente Contralor le asigna a este órgano institucional la responsabilidad de velar de manera efectiva por el resguardo de la Hacienda Pública, al señalar:
“…El Consejo Institucional actúa como órgano de alzada del Rector en materia de presupuesto y de contratación administrativa (artículo 18 incisos b), g), h) y artículo 11 inciso f )…Así las cosas, el Rector como titular subordinado en los términos de la Ley General de Control Interno, se encuentra sujeto al cumplimiento de los deberes que conllevan el establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno . Y en atención a ello, debe rendir cuentas por el cumplimiento de los objetivos y obligaciones consagrados en dicha ley ante las autoridades superiores mencionadas…Así el Consejo Institucional es superior del Rector para efectos de la Ley General de Control Interno…”
16. Para la atención del presente asunto también es importante hacer referencia al oficio DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 de la Contraloría General de la República, órgano institucional le corresponde velar de manera efectiva por el resguardo de la Hacienda Pública, el cual mediante criterio vinculante al interpretar la normativa interna del ITCR  estableció lo siguiente:
i. …el Rector debe rendir cuentas ante la Asamblea Institucional y el Consejo Institucional en lo de su competencia; en ambos casos, dichos órganos se constituyen en superiores del Rector.  Ello tiene particular relevancia de frente a la aplicación de la Ley General de Control Interno, cuando ésta refiere su ámbito de acción en el jerarca y los titulares subordinados… 
ii. …Uno de los pilares para la aplicación de la Ley General de Control Interno es el principio de rendición de cuentas. De acuerdo con ello corresponde al jerarca y titulares subordinados de la administración activa el acatamiento de los deberes para establecer, mantener, conservar y evaluar el sistema de control interno; así como dar cuentas por el cumplimiento de sus deberes…
iii. …el Rector, como titular subordinado en la organización interna del Instituto Tecnológico, debe rendir cuentas por el cumplimiento de sus deberes en el sistema de control interno…”
17. Al ordenar, de manera presuntamente unilateral e ilegítima, la instauración del Órgano Director del Procedimiento para analizar el Informe de advertencia sobre la actuación de Licda. Castro Mora remitido por la Auditoría Interna, el Rector incurre claramente en la figura de invasión de competencias y desatiende los principios jerárquicos  básicos por las siguientes razones:
a. El órgano competente para dictar ese acto es el Consejo Institucional en las áreas presupuestarias, de contratación administrativa, y de control interno, materias en las que ese órgano no solo es máxima autoridad sino que agota la vía respectiva administrativa.
b. Al Rector el Consejo Institucional no le ha  girado instrucción o autorización expresa alguna,  para que proceda en tal sentido.
c. La Rectoría no puede  apoderarse de manera ilegítima, de una facultad que no le confieren las normas a lo externo e interno de la Institución
d. Dicho acto es presuntamente ilegal y fue desplegado por la Rectoría presuntamente sin facultad legal para llevarlo a cabo o materializarlo.
e. La Rectoría debe esperar el correcto accionar del órgano, al que le causó el presunto perjuicio directo  la Licda. Castro Mora, donde en un adecuado devenir de acciones administrativas,  la intervención de ese órgano debe darse en un momento posterior  y no por su propia iniciativa pues no gozan de esta prerrogativa, sino  previa solicitud y decisión del Consejo Institucional, ya que toda la acción administrativa debe estar supeditada a la ley y al respecto de jerarquía definida en la estructura organizacional.
f. Con su actuar,  la Rectoría podría causarle un perjuicio a la Licda. Castro Mora, ya que la secuencia obligada y ordenada de los actos administrativos fue  presuntamente invadida por ese órgano, mediante  un actuar desapegado a derecho, dado que éste operó de previo a que el Consejo Institucional, su superior jerarca conozca, decida y diligencia legalmente la causa.
g. Si este perjuicio se llega  a materializar y surgen reclamaciones de la citada profesional, los resultados de estas acciones serán una  responsabilidad única y exclusiva de esta dependencia, hecho en el que la Comisión de Planificación y Administración desea ser enfática ya que así se lo hará ver al pleno del Consejo Institucional, ya que el inicio del procedimiento fue  totalmente anormal, puesto que las instancias institucionales no pueden arrogarse la prerrogativa de actuar a su propio criterio.
VII. Respecto a la redición de cuentas 
18. En lo que respecta a las relaciones de jerarquía y sus facultades respecto a la rendición de cuentas, es importante mencionar el criterio vinculante de la Contraloría General de la República DAGJ-0925-2008 del 10 de julio de 2008 el cual, resumidamente, señala lo siguiente:
Uno de los pilares para la aplicación de la Ley General de Control Interno es el principio de rendición de cuentas. De acuerdo con ello corresponde al jerarca y titulares subordinados de la administración activa el acatamiento de los deberes para establecer, mantener, conservar y evaluar el sistema de control interno; así como dar cuentas por el cumplimiento de sus deberes. 
En el caso específico del Instituto Tecnológico de Costa Rica:
a. El Rector actúa como titular subordinado en la organización interna del Instituto Tecnológico debe rendir cuentas por el cumplimiento de sus deberes en el sistema de control interno.
b. El Consejo Institucional actúa como órgano de alzada del Rector en materia de presupuesto y de contratación administrativa (artículo 18 incisos b), g), h) y artículo 11 inciso f).
c. Las acciones de la Rectoría y sus órganos ejecutivos son evaluadas por el Consejo Institucional y la Asamblea Institucional Representativa para determinar si contribuyen o no con las políticas institucionales (artículo 18 inciso a)
d. El Consejo Institucional se constituye en superior del Rector en lo de su competencia material. 
e. La administración activa tiene el deber de establecer y mantener el sistema de control interno y llamar a cuentas a quien estando obligado no lo haga.  Sobre el particular, el orden legal no admite posibilidades para evadir su cumplimiento pues lo contrario significaría violentar nuestro régimen constitucional y democrático de Derecho. Así el Consejo Institucional es superior del Rector para efectos de la Ley General de Control Interno…”
19. En relación con la anterior posición de la Contraloría General de la República, es relevante hacer referencia al criterio C-315-2002 del  25 noviembre de 2002 de la Procuraduría General de la República, del cual resumidamente puede concluirse lo siguiente: 
a. El órgano administrativo de mayor jerarquía dentro de la estructura, en nuestro caso el Consejo Institucional en las materias de control interno, presupuestaria y de contratación administrativa, puede arrogarse la competencia para conocer de los asuntos que por razones de oportunidad y conveniencia estime procedente, para lo cual puede contar con otros informes o estudios técnicos realizados por profesionales en la materia.
b. Al respecto debe recordarse lo dispuesto en el artículo 102 de la Ley General de Administración Pública, sobre las potestades del órgano que funja como superior jerárquico: 
Artículo 102. El superior jerárquico tendrá las siguientes potestades:
a. Dar órdenes particulares, instrucciones o circulares sobre el modo de ejercicio de las funciones por parte del inferior, tanto en aspectos de oportunidad y conveniencia como de legalidad, sin otras restricciones que las que se establezcan expresamente. 
b. Vigilar la acción del inferior para constatar su legalidad y conveniencia, y utilizar todos los medios necesarios o útiles para ese fin que no estén jurídicamente prohibidos; 
c. …
d. Adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la buena administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de recurso administrativo; 
e. …
f. Resolver los conflictos de competencia o de cualquier otra índole que se produzcan entre órganos inferiores."… En virtud de lo establecido en la norma antes citada, el Concejo Municipal, como órgano superior jerárquico del ente municipal, está facultado para vigilar y ejercer control sobre los distintos componentes administrativos esa institución. 
c. En este sentido, puede afirmarse que el Consejo Institucional está facultado para implementar medidas de control sobre las funciones de sus subalternos.
20. El Artículo 11 de la Constitución Política señala:
“…Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.
La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas…”
21. El Estatuto Orgánico del ITCR en su Artículo 18 señala:
Son funciones del Consejo Institucional…
b. Aprobar… el presupuesto del Instituto… 
g- Dar por agotada la vía administrativa en los reclamos contra el Instituto y resolver las apelaciones a las resoluciones del Rector, excepto en materia laboral…
u.	Resolver sobre lo no previsto en este Estatuto Orgánico y ejercer otras funciones necesarias para la buena marcha de la Institución no atribuidas a ningún otro órgano…
22. La Ley General de Control Interno señala:
Artículo 8.—Concepto de sistema de control interno. 
Para efectos de esta Ley, se entenderá por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para  proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:
a. Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.
b. Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.
c. Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones
d. Cumplir  con el ordenamiento jurídico y técnico…”
VIII. Respecto a la validez y eficacia de los actos administrativos
23. En lo que respecta a la validez y eficacia de los actos administrativos, es importante citar, para  efectos de la resolución del presente  asunto, los artículos 128, 129, 145 y 173 de  la Ley General de la Administración Pública.
· Artículo 128.- Será válido el acto administrativo que se conforme substancialmente con el ordenamiento jurídico, incluso en cuanto al móvil del funcionario que lo dicta.
· Artículo 129.- El acto deberá dictarse por el órgano competente y por el servidor regularmente designado al momento de dictarlo, previo cumplimiento de todos los trámites substanciales previstos al efecto y de los requisitos indispensables para el ejercicio de la competencia…
· Artículo 145.-
1. Los efectos del acto administrativo podrán estar sujetos a requisitos de eficacia, fijados por el mismo acto o por el ordenamiento. Los requisitos de eficacia producirán efecto retroactivo a la fecha del acto administrativo, salvo disposición expresa en contrario del ordenamiento. Cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa.
…
4. Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse, ni ejecutarse.
· Artículo 173.-
1.- Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos fuere evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso de lesividad señalado en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República.  Cuando la nulidad versare sobre actos administrativos relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen favorable.
IX. Respecto a las resoluciones contrarias a la ley o que se fundaren en hechos falsos (Prevaricato)
24. El artículo 350 del Código Penal al referirse al  delito de Prevaricato que rezan “…Se impondrá prisión de dos a seis años al funcionario judicial o administrativo que dictare resoluciones contrarias a la ley o las fundare en hechos falsos…”
25. [bookmark: 30j0zll]Es importante señalar que el documento emitido la Rectoría al identificar el documento mediante el cual comunica su decisión de designar un Órgano Director para investigar el caso de la Licda. Vanesa Castro con el  nombre de “Resolución RR-025-2009”
26. Respecto al delito de prevaricato la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en su resolución 1264-98 del 24 de diciembre de 1998 resumidamente señaló:
a. El delito de prevaricato se consolidó como la infidelidad dolosa de los jueces a la ley, plasmada en una resolución. 
b. Es común que el delito de prevaricato se ubique dentro de los delitos contra la Administración Pública o, más propiamente, contra los Deberes de la Función Pública.
c. El delito de prevaricato incluye bajo misma denominación, entre otras,  las siguientes conductas:
i. La conducta de los abogados, procuradores o mandatarios judiciales que perjudiquen los intereses que le han sido encomendados, todos con incidencia en un proceso y precisamente son estas conductas las que originariamente fueron calificadas de praevaricatio -de prae y varicare, desviarse del camino recto, o sea, la traición al deber de defensa. 
ii. Las conductas señaladas en el artículo 351 del Código Penal, respecto a los asesores y demás funcionarios encargados de emitir su dictamen ante las autoridades.  
X. 	Respecto al concepto de “Resolución”
27. Respecto al concepto de “Resolución”, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en esa misma resolución 1264-98 del 24 de diciembre de 1998 resumidamente señaló:
a. Es un hecho que esta labor decisoria de reclamos, configura los supuestos de resolución que eventualmente serían el objeto del delito de prevaricato por parte de funcionarios administrativos. 
b. El Artículo 121 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública, que clasifica los actos administrativos, según su naturaleza y alcance y señala que "Los acuerdos que decidan un recurso o reclamo administrativo se llamarán resoluciones", …(tales acuerdos) no constituyen una "resolución" en los términos en que se tipifica el prevaricato del funcionario público en el numeral 348 del Código Penal, sino que son simples acuerdos que, si bien deben adoptarse legalmente, sólo atienden la petición de un interesado. 
28. [bookmark: 1fob9te]Adicionalmente respecto al mismo concepto de “Resolución”, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en su resolución 2000-01021 del 1° de setiembre del 2000 resumidamente señaló:
a. La “resolución administrativa” a la que se alude en el numeral que regula el delito de Prevaricato es toda aquella decisión final que afecta derechos e intereses de los administrados, a la que llega la Administración Pública tras cumplir el procedimiento respectivo.
b. José Luis González Cussac afirma:   “El término ‘resolución’ no ofrece demasiados problemas. Jurisprudencia y doctrina viene a entender por ‘resolución’ todo acto de la Administración Pública de carácter decisorio, que afecte el ámbito de los derechos e intereses de los administrados.   Esto es, todo acto de contenido decisorio.   En definitiva, podría decirse que es todo acto de la Administración que comporta una declaración de voluntad de la misma, de contenido decisorio y que afecte a la órbita de los derechos de los ciudadanos.”
XI. Respecto a las potestades y responsabilidades de la Auditoría Interna 
29. Con fundamento en las facultades que le otorga la Ley Orgánica de la Contraloría  General de la República, la Contraloría General de la República mediante resolución R-CO-9-2008 del 19 de Febrero del 2008, publicada en La Gaceta  51 del Miércoles 12 de marzo del 2008, dictó las “Directrices sobre la comunicación de relaciones de hechos y denuncias penales por las Auditorías Internas del sector público, D-1-2008-CO-DFOE”, mediante las cuales resumidamente estableció:
Considerando:
…
8°—Que el Código Procesal Penal, en sus artículos 278 al 281, regula la facultad de denunciar delitos de acción pública ante el Ministerio Público, así como la forma y el contenido de las denuncias. Además, en el inciso a) del artículo 281 mencionado indica que los funcionarios públicos tienen la obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio que conozcan en el ejercicio de sus funciones, con algunas salvedades previstas en esa misma norma.
Resuelve:
…
2. Aspectos específicos relativos a la Relación de Hechos
2.1 Comunicación de la Relación de Hechos.  La Auditoría Interna deberá comunicar oportunamente la Relación de Hechos, mediante nota formal acompañada del legajo de prueba original o copia certificada de éste, a la instancia competente para ordenar el inicio del procedimiento administrativo, conforme a la normativa específica que le sea aplicable. Cuando remita el legajo original, deberá conservar una copia certificada de toda la documentación.
…
3. Aspectos específicos relativos a la denuncia penal
3.1 Comunicación de la Denuncia Penal.  La Auditoría Interna deberá comunicar formalmente y de manera inmediata al Ministerio Público la Denuncia Penal, adjuntando el legajo de prueba original o copia certificada de éste. Se exceptúan los casos en los que, en razón de la inmediatez de la consumación del delito, el interés público se vea gravemente comprometido, situación en la cual la Denuncia Penal se presentará verbalmente de conformidad con el ordenamiento aplicable. Cuando remita el legajo original, deberá conservar una copia certificada de toda la documentación.
SE PROPONE: 
a. Solicitar a la Procuraduría General de la República, con fundamento en los artículos 173 y 183 de la Ley General de la Administración Pública, rendir el dictamen favorable que le permita al Consejo Institucional, proceder a la declaratoria de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, en sede administrativa, de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009 dictada por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, el 04 de febrero del 2009 mediante el cual conforma el Órgano Director del Procedimiento relacionado con el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, por presuntamente inobservar el Principio de Objetividad y el Principio de Legalidad en un caso directamente relacionado con la materia presupuestaria y con la contratación administrativa.
b. Solicitar a la Contraloría General de la República, con fundamento en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, rendir el dictamen favorable que le permita al Consejo Institucional, en uso de sus potestades como máxima autoridad en materia presupuestaria, proceder a la declaratoria de nulidad, en sede administrativa, de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009 dictada por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, el 04 de febrero del 2009 mediante el cual conforma el Órgano Director del Procedimiento relacionado con el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, por presuntamente inobservar el Principio de Objetividad y el Principio de Legalidad en un caso directamente relacionado con la materia presupuestaria y con la contratación administrativa.
c. Solicitar a la Contraloría General de la República analizar la actuación tanto del asesor legal institucional Lic. Carlos Segnini Villalobos como  del asistente de rectoría Lic. Carlos Bonilla Avendaño por presuntamente no haber aconsejado u orientado de manera adecuada, mediante la asesoría brindada al MSc. Eugenio Trejos Benavides, respecto al cumplimiento de la legalidad asociada a la conformación del Órgano Director del Procedimiento relacionado con el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora.
d. Solicitar a la Contraloría General de la República analizar la actuación del asistente de rectoría Lic. Carlos Bonilla Avendaño al integrar y presidir el Órgano Director del Procedimiento constituido para investigar el caso de la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, a pesar de estar presuntamente involucrado en forma directa con ese caso, hecho que de acuerdo con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, podría eventualmente conducir a la nulidad de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009 dictada por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del ITCR, el 04 de febrero del 2009.
e. Solicitar a la Auditoría Interna proceder como la ley lo establece, dentro de su ámbito de competencia, respecto a los alcances relacionados con este caso. 
f. Hacer del conocimiento de la Procuraduría General de la República y de Contraloría General de la República, al dirigir las consultas solicitadas  mediante este acuerdo, toda la documentación contenida en el expediente relacionado con el Informe de Advertencia AUDI/AD-010-2008 de la Auditoría Interna, referente a la necesidad de revisar las omisiones en las que incurrió en la prestación de servicios, la proveedora Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora del Bufete Vignoli Castro y Asociados.
La señora Noemy Línkemer expone los argumentos de defensa para no anular la resolución de la Rectoría.  Aclara que una cosa es ser contralor jerárquico, como lo es en este caso el Consejo en materia administrativa. Señala que el Estatuto Orgánico dice que la competencia de este Consejo es para resolver licitaciones públicas, así como agotar la vía administrativa en materia de contratación pero esto no lo convierte en superior jerárquico de los demás órganos de la Institución. Reitera que el procedimiento de los actos que se suponen nulos solo puede anularlos el mismo ente que los dictó y cuando media un recurso.  Recalca que la máxima autoridad en materia de contratación no es el Consejo Institucional y manifiesta que ninguna norma de afuera puede decir cuál es la máxima autoridad del ITCR, pues en el Artículo 5, del Estatuto Orgánico se señala  que es la Asamblea Institucional.  
Considera que solicitarle a la Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la República  que revise o que anule un acto a otro órgano, es un sin  sentido,  esta actuación que pretende el Consejo no es procedente porque otro órgano no puede anular un acto de una instancia, según el Art. 73 del Estatuto Orgánico, sino más bien para anular sus propios actos y este no es el caso.
La señora Maureen Reid manifiesta que el señor Eugenio Trejos delegó los actos en las mismas personas denunciadas. 
La señora Noemy Línkemer considera que la señora Maureen Reid está equivocada; es absolutamente falso ya que el señor Eugenio Trejos no delegó potestades al señor Carlos Bonilla y agrega que él nombró un órgano.  
La señora Maureen Reid expresa que si el señor Eugenio Trejos nombró el órgano y designa al señor Carlos Bonilla y es él quien está siendo investigado, eso no está bien.
NOTA: Ingresa la señora Rocío Poveda a las 9:15 a.m.
La señora Noemy Línkemer se refiere al Informe de la Auditoría en el cual sugiere a la Asesoría Legal que instaure una serie de procedimientos para informar a la comunidad la forma en que deben presentarse  las denuncias ante las instancias judiciales y  alega que venir a decir ahora que como no existe un Manual de Procedimientos Administrativos podría anular los procedimientos de marras, es ilógico.
El señor Isidro Álvarez aclara que lo que se solicitó era un sistema de control que permitiera obtener información de todos los procedimientos presentados por y contra el Instituto Tecnológico, en ese sentido, se visualiza la serie de beneficios que ese sistema de control confiable y oportuno e integrado  generaría, así mismo menos trabajo para la Asesoría Legal, están expuestas en el informe.  Quiere dejar claro que  nunca se recibió algún comunicado en  cuanto a la recomendación que giró la Auditoría. Agrega que  es importante destacar, sin  ánimo de influir en el procedimiento, que la señora Vanessa Castro en el Informe no hace salvedades, por lo que la Auditoría considera que se debe investigar.
La señora Noemy Línkemer manifiesta que la Rectoría ha estado vigilante en solicitar a la oferente cumplir con lo contratado y para eso es el debido proceso.
Para finalizar quiere dejar claro que no existe la relación de delegación disciplinaria al señor Carlos Bonilla, sino únicamente una investigación preliminar para la recomendación.
El señor Carlos Badilla considera que si todo está tan claro y así le parece también a la Auditoría él puede retirarlo en  nombre de la Comisión y analizarlo posteriormente.
El señor Isidro Alvarez aclara  que la Auditoría cumplió con la responsabilidad de advertir a esta instancia sobre el incumplimiento contractual y le parece que lo que se debe cuidar es que quienes se tienen que recusar lo hagan y discrepa con el señor Badilla en el sentido de que la Auditoría esté satisfecha con el procedimiento, primero, porque no le corresponde, además considera que la Institución debe ser garante de que debe  resolverse  siguiéndose el debido proceso.
La señora Noemy Línkemer quiere dejar claro que la propuesta lo que pretende es que se anule un acto de la Administración.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que la Auditoría remitió el informe de Advertencia al Consejo ya que fue este quien solicitó el producto, por lo que considera que sí tiene plena competencia para decidir quiénes pueden integrar el órgano director.
NOTA:   Se retiran la señora Noemy Línkemer y la señora  Maureen Reid, a las 9:45 a.m.
El señor Carlos Badilla manifiesta que la propuesta de la Comisión de Planificación no fue antojadiza y se fundamenta en el dictamen legal emitido por la Asesora del Consejo Institucional, a petición de la Comisión, por lo que considera que este tema debe someter a votación.
El señor Eugenio Trejos manifiesta desde su perspectiva, si este órgano acoge esta recomendación,  va a violentar la autonomía universitaria y ya la Asesoría Legal dijo que no le compete a este órgano declarar la nulidad evidente y manifiesta y en segundo orden si el Consejo decide hacerlo igual él lo va a impugnar ante la Asamblea Institucional Representativa.
MOCIÓN DE ORDEN:  El señor Víctor Estrada presenta moción de orden para acogerse al Artículo 52 del Reglamento del Consejo Institucional, el cual dice: “ARTICULO 52 Cuando algún miembro(a) del Consejo desee estudiar más un asunto, que se va a someter a votación, podrá solicitar a el (la) Presidente (a) la postergación hasta por cuatro sesiones ordinarias.  Por moción de orden se podrá declarar urgente un asunto, para lo cual requerirá el voto afirmativo de dos tercios del total de los (as) miembros (as) del Consejo Institucional.”; con el fin de estudiar la propuesta presentada.  
El señor Eugenio Trejos acoge la Moción presentada por el Sector Estudiantil y se da un plazo por 3 semanas (hasta el 30 de abril).
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2602.
ARTICULO 9	Acciones tomadas en respuesta a la “Relación de hechos por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a  poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica
El señor Eugenio  Trejos solicita la presencia de los Asesores Legales, el Lic. Carlos Bonilla, Asistente del Rector  y la Licda. Maureen Reid, Asesora del Consejo Institucional.
NOTA: Ingresan el señor Carlos Bonilla, Asistente de Rectoría y la señora Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional a las 10: 00 a.m. 
El señor Carlos Badilla presenta la propuesta denominada: “Acciones tomadas en respuesta a la “Relación de hechos por presunta falta de atención para ordenar acciones tendientes a  poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna, según memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, referida al MSc. Eugenio Trejos Benavides, en su condición de Rector del Instituto Tecnológico de Costa Rica”, adjunta a la carpeta de esta acta.
El señor Carlos Badilla consulta si este tema debe ser declarado confidencial.
El señor Eugenio Trejos expresa su interés de que este tema sea transmitido por Radio TEC, con el fin de que la comunidad escuche la argumentación por ser el principal afectado.
La señora Maureen Reid acota que si las cosas llegan a éste órgano y este no se tiene ninguna potestad, lo que procede es trasladar el tema a quien corresponde. 
El señor Carlos Badilla coincide con lo expresado por la señora Reid por lo que en este caso lo que procede es elevar el asunto ante la Asamblea Institucional Representativa.
El señor Eugenio Trejos presenta propuesta sustitutiva denominada:  “Solicitud de archivo de la Relación de Hechos por presunta falta para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna según memorando AUDI/F-023-2004, del 22 de octubre del 2004”; elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta. 
CONSIDERANDO QUE:
1. Con fecha 25 de julio y mediante factura N. 269 del 02 de julio del 2008, se acredita el pago de 750.000 colones a la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, por concepto de “Servicios Jurídicos para la preparación de un Informe de demandas que ha enfrentado el ITCR durante los últimos seis años y los últimos tres meses del 2008.”
2. Según acuerdo del Consejo Institucional, Sesión Ordinaria No. 2549, Artículo 13, del 13 de marzo del 2008 y según el “Detalle del Requerimiento de la contratación de un Profesional en Leyes”, el Informe contratado  debía tener  el siguiente contenido:
· Demandas que ha enfrentado  y que ha interpuesto el ITCR durante los  últimos seis años y los últimos tres meses del 2008.
· Especificando el tipo de demanda: contencioso administrativo, laboral, civil, penal, constitucional, ejecuciones de sentencia por gestiones de índole jurisdiccional.
· Lapso del proceso.
· Monto inicial y monto final de los extremos que se acuerden por parte del juzgador.
· Estado del proceso a la fecha del Informe.
3. En octubre de  2004, La Auditoría Interna realizó una verificación del sistema de control interno establecido para la atención y seguimiento de denuncias presentadas ante el Ministerio Público por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica, cuyo resultado fue el Informe AUDI/F-023-2004. 
4. El objetivo general de dicho análisis fue:
“Verificar el sistema de control interno establecido para la atención y seguimiento de denuncias presentadas ante el Ministerio Público por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica”
5. En esa perspectiva, todas las recomendaciones del Informe AUDI/F-023-2004, deben entenderse exclusivamente dentro de los límites y alcances que se derivan de ese Objetivo.
6. En la “Relación de Hechos por presunta falta de atención para establecer acciones para poner en práctica recomendaciones de la Auditoría Interna, según Memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, se endilga al Lic. Carlos Bonilla Avendaño, en aquel entonces Director de la Oficina de Asesoría Legal, no haber atendido a las recomendaciones del AUDI/F-023-2004 “lo que ocasionó un gasto de 750.000 colones por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica, con cargo al presupuesto del  año 2008, debido a la necesidad de realizar una contratación para atender el Acuerdo del Consejo Institucional de la sesión 2549, Artículo 13, del 13 de marzo del 2008, siendo que esta debía ser una actividad ordinaria de la Institución.”
7. Con base en esa relación de hechos, el Rector se inhibe de conocer el asunto y delega la potestad disciplinaria en el Vicerrector de Administración, MSc. Bernal Martínez Gutiérrez, quien procede con la Investigación correspondiente a fin de determinar la presunta falta y responsabilidades derivadas, del Lic. Bonilla Avendaño.
8. El por tanto de la Investigación Preliminar, acogido por el Vicerrector Martínez Gutiérrez  mediante Resolución R-VAD-001-2009, estima que “no procede una instrucción formal para el caso, ya que los indicios que le acreditan la responsabilidad del Lic. Carlos Bonilla Avendaño, según la Auditoría Interna en su documento Referencia AUDI-304-2008 del 19 de noviembre del 2008 no han sido probados y no corresponden a la verdad real de los hechos. Archívese el caso.”
9. En la “Relación de Hechos por presunta falta para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna según Memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, se endilga al Rector Eugenio Trejos Benavides el haber presuntamente incumplido “con la responsabilidad de ordenar acciones para poner en práctica las recomendaciones emitidas en el Informe indicado, lo que ocasionó un gasto de 750.000 colones por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica, con cargo al presupuesto del  año 2008, debido a la necesidad de realizar una contratación para atender el Acuerdo del Consejo Institucional de la sesión 2549, Artículo 13, del 13 de marzo del 2008, siendo que esta debía ser una actividad ordinaria de la Institución.”
10. La erogación de los mencionados 750.000  colones fue causada por un interés del Consejo Institucional, según consta en el Acuerdo Sesión Ordinaria N. 2549, artículo 13 del 13 de marzo del 2008. Tal Acuerdo es la causa directa de que posteriormente se realizara el pago citado. A prima facie resulta evidente que no existe nexo causal directo entre las presuntas omisiones del Rector Trejos Benavides en el año 2005 y el pago de la suma mencionada en el 2008. 
11. La inexistencia de nexo causal –y por ende de falta o responsabilidad administrativa- se evidencia aún más al constatar que las recomendaciones hechas por la Auditoría Interna al Lic. Carlos Bonilla Avendaño en el 2008, tienen muy poco que ver con el Informe solicitado a la Licda. Vanessa de Paúl Castro Mora, y por el cual se le hizo a dicha profesional el pago de los 750.000 colones. De esto se deriva que el hecho de que el Rector Trejos Benavides presuntamente no haya ordenado en el año 2005  al Lic. Bonilla Avendaño, atender por escrito a las recomendaciones de la Auditoría, no tiene absolutamente nada que ver con la erogación a favor de la Licda. Castro Mora en el 2008. La presunta falta del Rector no generó pérdida patrimonial ni puso en riesgo elementos importantes del control interno.
12. Por todo lo anterior, el presunto incumplimiento del Rector Trejos Benavides no califica como falta grave ni gravísima, por lo cual no tiene sentido remitir el asunto a la Asamblea Institucional Representativa y que luego esta lo traslade a la Asamblea Institucional Plebiscitaria para su resolución final, pues tales instancias están llamadas a resolver sobre faltas graves y gravísimas de las autoridades superiores, que ameriten la remoción del cargo, lo cual, obviamente, no es el caso.
SE PROPONE:
a.	Archivar la “Relación de Hechos por presunta falta para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna según Memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”
La señora Maureen Reid recomienda que es preferible no discutir este caso aquí y que se traslade el asunto a alguna Comisión.
El señor Eugenio Trejos  comparte el criterio de la señora Maureen Reid.
El señor Carlos Bonilla, externa que en la propuesta sustitutiva se rescatan algunos aspectos importantes de destacar.
El señor Carlos Bonilla procede a la lectura de un dictamen sobre las denuncias penales y resalta que es falso que causara tergiversación el hecho de que se desatendiera.  
El señor Isidro Álvarez manifiesta que siente que se perdieron 750.000 colones, porque el trabajo no estuvo completo. Agrega que el señor Carlos Bonilla  hace una lectura aislada de la Relación de Hechos porque en el informe se habla de responsabilidades disciplinarias y civiles.  El objetivo se plantea al inicio del estudio y el propósito, pero al final era generalizada a todas las instancias, por considerarlo necesario para la sana práctica.
El señor Carlos Bonilla manifiesta que es importante ver las cosas dentro del contexto y enfatiza los detalles de la propuesta la cual no dice que hay nexo causal directo ni indirecto, por lo que no pueden atribuirle al Rector que por una indicación de más o de  menos.
El señor Carlos Badilla solicita que conste en actas el inciso i. del Art. 4 del Reglamento del Consejo Institucional, que dice: “Son deberes y derechos de los(as) miembros(as) del Consejo Institucional:  … i. abstenerse de participar en la discusión y votación de asuntos donde medien intereses que potencialmente se constituyan en un riesgo para la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones…”.  En razón de que este punto se relaciona directamente con el señor Rector, lo adecuado es que él se retire de la Sesión.
El señor Eugenio Trejos manifiesta que no tiene inconveniente de retirarse en el momento de la votación si el Consejo así lo decide.
El señor Carlos Badilla aclara que de acuerdo con el artículo citado se debe retirar de la discusión y no solo al momento de la votación. 
MOCION DE ORDEN: Se retira el señor Eugenio Trejos por tratarse de un tema en el cual es parte involucrada y se propone al señor Víctor Estrada para que presida la Sesión, la cual se acoge por unanimidad.
NOTA: El señor Eugenio Trejos se  retira de la sesión, a las 10:40 a.m.
El señor Carlos Badilla procede a realizar la introducción de la propuesta y hace referencia a las conclusiones realizadas por la Auditoría Interna expuestas por el señor Isidro Álvarez.  Resalta que la Comisión de Planificación no pretende abrir ningún proceso administrativo sino trasladar el caso a la instancia competente, la Asamblea Institucional Representativa.
MOCION DE ORDEN:  El señor Víctor Estrada presenta Moción de Orden, con el fin de que este tema se declare confidencial.
La señora Maureen Reid expresa que cuando este tema ingresó a la corriente del Consejo Institucional se indicó la confidencialidad que se debía tener con el tema.
La señora Rocío Poveda consulta sobre la posición de la voluntad del afectado.
La señora Maureen Reid insiste en que el caso cuando ingresó al Consejo por primera vez se declaró confidencial, pero el Consejo puede decidir de acuerdo a la forma en que sopesen los eventos.
El señor Eugenio Trejos presenta por escrito su renuncia de confidencialidad como persona afectada.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que quien tiene la responsabilidad de guardar la confidencialidad es el órgano y el señor Trejos es un miembro de éste Órgano.
El señor Luis Fernando González expresa su duda si la confidencialidad es renunciable.
La señora Maureen Reid manifiesta que es el Órgano quien debe tomar la decisión y este acto es unilateral del señor Eugenio Trejos.
El señor Carlos Bonilla agrega que es un derecho constitucional y que la autonomía de la voluntad, es constitucional.
La señora Maureen Reid mantiene su posición en razón de que es el señor Eugenio Trejos quien renuncia como afectado de la confidencialidad, pero no así, los demás miembros. En este momento la confidencialidad está ordenada al  Órgano.
El señor Carlos Bonilla manifiesta que el renunciar o no a la confidencialidad es un derecho constitucional. Agrega que una norma de la Ley de Control Interno no está por encima de la voluntad de afectado.
El señor Isidro Álvarez insiste que la Ley de Control Interno  establece que toda relación de hechos iniciada por  la  Auditoría Interna, por la  Contraloría  General o por la Administración Activa,  debe guardar el carácter de confidencialidad. Resalta que, la ley señala claramente que “quedan obligadas” y éste Órgano actúa de manera colegiada. 
NOTA: El señor Eugenio Trejos ingresa al recinto y manifiesta que lo hace para ratificar su voluntad de que mientas el caso se esté tratando en el Consejo debe ventilarse públicamente y que lo escuche toda la comunidad institucional. Seguidamente, el señor Trejos se retira del recinto.
El señor Carlos Bonilla señala que la Norma de Control Interno, tiene que ver con la autonomía de la voluntad de la persona y también con la Autonomía Universitaria.
El señor Isidro Álvarez indica que su interpretación sobre la Norma y lo que establece, es que toda instancia o persona física queda obligada a guardarse confidencialidad. 
El señor Carlos Bonilla solicita que conste en actas la voluntad expresa del afectado sobre la  renuncia a la confidencialidad.
El señor Luis Fernando González aclara que si este Órgano declara la confidencial no se está irrespetando la voluntad expresa del señor Eugenio Trejos.
La señora Maureen Reid responde que como órgano, éste actúa en forma conjunta y no de forma unipersonal.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Víctor Estrada somete a votación la Moción de Orden presentada por el Sr. Masís para declarar el caso confidencial y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor, 1 en contra, así mismo solicita que se consigne en el acta la manifestación del señor Eugenio Trejos sobre la renuncia a la confidencialidad.
NOTA: En razón de que el Órgano declara confidencial el tema, a partir de este momento la discusión de este tema no consta en actas, así como tampoco constan la propuesta presentada ni el acuerdo adoptado por este Órgano, por ser declarado con carácter confidencial y de acceso restringido.
NOTA: Se retiran la señora Maureen Reid y el señor Carlos Bonilla a las 10:55 a.m.
El señor Víctor Estrada solicita se someta a votación la propuesta sustitutiva denominada: “Solicitud de archivo de la Relación de Hechos por presunta falta para ordenar acciones tendientes a poner en práctica recomendaciones giradas por la Auditoría Interna según Memorando AUDI/F-023-2004 del 22 de octubre del 2004”, y se obtiene el siguiente resultado: 0 a favor, 8 votos en contra.
Se somete a votación la propuesta base denominada: “Solicitud de dictamen favorable a la Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la República, con fundamento en la Ley General de la Administración Pública, para proceder a la declaratoria de nulidad de la Resolución de Rectoría N° RR-025-2009 del 04 de febrero del 2009” presentada por la Comisión de Planificación y Administración  y se obtiene el siguiente resultado: 7 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza con el siguiente resultado: 8 a favor 0 en contra.
El señor Carlos Badilla informa que este tema será trasladado a la Asamblea Institucional Representativa, quien es el superior jerárquico de don Eugenio para lo correspondiente. 
NOTA: Se reincorpora a la sesión el señor Eugenio Trejos a las 11:10 a.m. 
NOTA: Preside nuevamente la sesión el señor Eugenio Trejos.
MOCIÓN DE ORDEN: El señor Eugenio Trejos presenta Moción de Orden para modificar la agenda y pasar como punto 10 el Foro denominado “Informe de Resultados del Proceso  SEVRI-PAO-2009”, en razón de que las personas invitas se encuentran en la sala adjunta, esperando ser atendidas.
NOTA: Se retira el señor Luis Fernando González al ser las 11:10 a.m.
NOTA: Receso de 11:10 a.m. a 11:20 a.m. 
Parte de la discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2602.
ASUNTO DE FORO
ARTÍCULO 10	Informe de Resultados del Proceso  SEVRI-PAO-2009 INVITADOS: Licda. Lizeth Rodríguez, Coordinadora de la Comisión, Ing. Carlos Mata, Director Oficina de Planificación, Lic. Manuel Arauz, Consultor, Lic. Maricel Araya, Auditora de la Oficina de Auditoría Interna, Bach. Yafanny Monge, Planificadora de la Oficina de Planificación Institucional, Licda. Nora Moya, Coordinadora Unidad Especializada de Control Interna, de la Oficina de Planificación Institucional  y la Licda. Carla Garita, Directora de la Oficina de Prensa.
El señor Eugenio Trejos da la bienvenida a los y las invitadas y cede la palabra a la señora Lizeth Rodríguez, para que haga la presentación del Informe. 
La señora Lizeth Rodríguez realiza  la introducción del informe. Seguidamente, cede la palabra al señor Manuel Arauz, Consultor del proceso.
El señor Manuel Arauz procede a realizar la Presentación del Proceso  SEVRI-PAO-2009, con los siguientes puntos:
Objetivos del SEVRI
· Un método que le permite a la Institución identificar, valorar y administrar los riesgos asociados con las metas institucionales, para posicionarla en un nivel de riesgo aceptable.
· Es un instrumento concebido para ayudar a cumplir con las metas definidas en el PAO.
Proceso de valoración 2009
Actividades
· Conformación de 7 grupos consultivos
· Capacitación de los grupos consultivos
· Sesiones de trabajo de grupos consultivos para valoración del riesgo y generación de acciones de respuesta
· 14 sesiones de acompañamiento de UECI-CICI y consultoría
· Generación de requerimientos del sistema automatizado
· Análisis de resultados del proceso realizado
· Presentación al CR del resultados del proceso
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Implementación de Acciones de Respuesta
La credibilidad en el proceso ejecutado depende en gran medida de que los participantes vean implementadas las propuestas de mejora y en consecuencia se tengan mejores herramientas para alcanzar las metas establecidas.
Valoración 2010
La credibilidad en el proceso ejecutado depende en gran medida de que los participantes vean implementadas las propuestas de mejora y en consecuencia se tengan mejores herramientas para alcanzar las metas establecidas.
Reflexiones finales
Riqueza del proceso ejecutado
Trabajo de los grupos consultivos
Capacidad para cumplir las metas definidas
El señor Carlos Badilla solicita al señor Manuel Arauz hacer una reseña de los niveles de desarrollo y  las expectativas respecto al proceso de automatización.
La señora Lizeth Rodríguez amplía al respecto. Indica que hay una plaza asignada y está trabajando con el Centro de Cómputo.  Se han realizado ajustes en cronogramas y la meta es que el sistema esté listo para finales de año, asimismo, están implementando un plan remedial con la herramienta sistematizada para mediados de año y poderlo implementar con el PAO 2010. 
El señor Carlos Badilla consulta si se ha coordinado con las demás instituciones que se rigen bajo el mismo esquema, con el propósito de no repetir esfuerzos.
La señora Lizeth Rodríguez manifiesta que el sistema SEVRI tiene una metodología diferente y las demás tienen características particulares, por lo que el criterio técnico es desarrollar las propias y aplicarlas a las necesidades de la Institución con miras a una parte integral e ir mejorando. Agrega que se han compartido recursos con la Universidad Nacional y es el ITCR quien ha  marcado vanguardia en este tema.
El señor Isidro Álvarez hace una reflexión y señala que este Sistema debería permitir analizar variables externos e internos aplicables al cumplimiento de metas. Agrega que visualiza un riesgo no visible y es la no incorporación del cumplimiento de metas necesarias en el PAO para brindar garantía de las responsabilidades sociales de la Institución como Centro de Educación Pública.
El señor Manuel Arauz manifiesta que el SEVRI está conceptualizado para analizar ambas partes del proceso.  Agrega que analizar esas variables es  propio del plan estratégico de la Oficina de Planificación alineado con una visión estratégica que debe pasar por todos los filtros de la Institución.  Al SERVI le corresponde verificar que es factible cumplir; todo es un trabajo en complemento.
El señor Carlos Mata agrega que el Tecnológico a diferencia de otras Instituciones que están amparadas por la Ley de Control Interno, ha obtenido gran experiencia en cuanto a emprendedurismo a nivel general, lo cual anima a muchos investigadores a iniciar proyectos y convenios, el compromiso es no omitir meta, las cuales contarán con el control de valoración de riesgos bajo las perspectiva de planificación estratégica de la OPI. 
El señor Johnny Masís considera que a que a través del SEVRI se inste a los investigadores a realizar trabajos que respondan a las necesidades en proyectos estratégicos que adviertan sobre los riesgos, asimismo, consulta cuál ha sido la  cultura y la respuesta de los grupos consultivos respecto a la implementación del sistema.
La señora Nora Moya se refiere a dos aspectos importantes: la seriedad de estos grupos para analizar el portafolio de riesgos tanto internos como externos así como la conciencia y las acciones de respuesta que les están dando a las metas.
El señor Carlos Mata se refiere a la cultura e indica que dos valores básicos que se fortalecieron en este proceso a nivel de la cultura institucional son cultura de planificación y rendición de cuentas.
La señora Lizeth Rodríguez agrega que se está fortaleciendo la cultura de control y que el propósito es derivar un sistema de control interno que no sea visto como el “ogro”;  sino como un sistema de control de seguimiento a los riesgos en forma útil para dar un valor agregado a la Institución.  Considera que el Consejo Institucional tiene un gran reto que es apoyar todas las dependencias acudan por las acciones de respuesta para hacer frente a los riesgos. 
El señor Eugenio Trejos agradece la presentación y ofrece un especial agradecimiento al señor Manuel Arauz por la encomiable labor, asimismo resalta la importancia de dar seguimiento a todas las acciones que están señalando e ir formando una verdadera cultura de planificación, evaluación y rendición de cuentas institucional con un fin de carácter de mejoramiento permanente y no punitivo.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2602.
CONTINUACIÓN ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 11	Presentación Informe de Autoevaluación de la Escuela 				de Ingeniería Agropecuaria Administrativa
INVITADO: Ing. Ronald Elizondo C,  Director de la Escuela de Ingeniería Agropecuaria  Administrativa.
La señora Rosaura Brenes da lectura a la propuesta denominada “Informe Final de Autoevaluación y el Compromiso de Mejoramiento de la Carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa, con miras a la Acreditación ante el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES)”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, la cual se adjunta a la carpeta.
El señor Eugenio Trejos da la cordial bienvenida al invitado y le cede el uso de la palabra, con el fin de que haga la presentación del tema.
El señor Ronald Elizondo se refiere a los hallazgos más importantes así como el compromiso de mejoramiento para el proceso de autoevaluación y procede a realizar la presentación.
Personal Académico
· El personal académico de la Escuela reúne experiencia profesional y experiencia docente acorde con áreas temáticas de la Carrera. 
· El cuerpo docente ha mostrado estabilidad y permanencia en la Escuela. 
· Se enfrenta al reto del cambio generacional, ya que hay profesores que se han acogido a su jubilación y otros lo harán en el corto y mediano plazo
· Es preciso analizar las necesidades de formación requeridas en la Carrera, estabilizar el personal docente e implementar un plan para el mejoramiento de las competencias didácticas  y desarrollo del personal. 
· Incrementar las horas destinadas a investigación y extensión y complementar el desarrollo de estas actividades académicas con un plan estratégico para el Centro de Investigación en Gestión Agroindustrial.
Currículo
· La Carrera es una opción académica relevante desde el punto de vista social,  económico y científico para el desarrollo del país.
· El componente currículo representa el principal reto para la Carrera: las observaciones hechas por graduados, empleadores, estudiantes y los mismos docentes de la Carrera, indican que debe realizarse una revisión integral del currículo para contextualizarlo y  actualizarlo integralmente en todos sus elementos  
· El seguimiento de graduados, empleadores y la creación de espacios de reflexión y consulta a los estudiantes deben fortalecerse para obtener observaciones y sugerencias sobre el proceso de formación académico-profesional que ofrece la Carrera.
· Es necesario llevar  a cabo un seguimiento del desempeño de los estudiantes y su permanencia en el ITCR 
· El principal reto en aspectos estudiantiles corresponde a la atracción, selección, admisión y permanencia de estudiantes, ya que el ingreso a la Carrera no ha cubierto el cupo establecido y son permanentes las solicitudes para cambio de Carrera.
· Mecanismos adicionales de admisión que le permita atraer una población meta con vocación para estudiar en la Carrera.
· Fortalecer los procesos de divulgación para promocionarse efectivamente.
· Contar con mecanismos de seguimiento para garantizar la permanencia de estudiantes que ingresan a la Carrera.
Administración 
· El ITCR cuenta con procedimientos administrativos que deben ser aplicados en la Carrera, esto respalda su proceder en lo que respecta a contratación de personal académico y administrativo, ejecución del plan de estudios, aplicación de mecanismos de evaluación para el personal de la Carrera, entre otros. 
· La dirección ha hecho esfuerzos para incrementar el presupuesto de la Escuela, sin embargo, modificaciones en infraestructuras administradas por la Escuela, mejoramiento de la calidad y cantidad de equipos e insumos  para desarrollar las labores académicas, indican la necesidad  de contar con mayor presupuesto La evaluación de la gestión académica es trascendental para orientar integralmente el rumbo de Carrera.
· Contar con información oportuna para darle seguimiento al desempeño del personal académico y administrativo, propiciar espacios de análisis del quehacer de la Escuela y concretarlo en su planeamiento estratégico.
· Es vital el soporte administrativo para el seguimiento de estudiantes, graduados y empleadores. 
Infraestructura y Equipamiento
· Para realizar las actividades académicas en las mejores condiciones posibles es necesario contar con la infraestructura adecuada, materiales y recursos multimediales  actualizados y material bibliográfico  acorde con el ámbito de estudio de la Carrera.
· Mejorar en estos aspectos requiere el apoyo y respaldo de la institución para realizar modificaciones en la infraestructura, construcción de nuevos módulos para actividades académicas y la sustitución de equipo computacional. El personal de la Carrera también debe colaborar solicitando los recursos bibliográficos acordes con las áreas disciplinarias presentes en el plan de estudios. 
Impacto y Pertinencia
· Experiencia valiosa acumulada producto de la participación de su personal académico en eventos de proyección tanto nacional como internacional.
· Debe fortalecerse la participación en congresos, charlas, seminarios, proyectos de investigación y extensión; fomentar la realización de eventos auspiciados por la Carrera y publicaciones por parte del personal académico. 
· Vincularse más estrechamente con graduados, empleadores, centros académicos, empresas públicas y sociedad en general, de tal forma que se consideren e incorporen las percepciones de estos sectores en el mejoramiento continuo de sus actividades académicas. 
Compromiso de Mejoramiento
· Personal Académico
· Proveer a la Carrera de personal de alto nivel en reemplazo de los pensionados
· Incentivar a los docentes  para que asciendan en el escalafón profesional
· Lograr una mayor estabilidad del cuerpo docente idóneo para la Carrera
· Aumentar el número de proyectos de investigación y extensión coordinados por docentes de la Carrera. Lograr que el CIGA pase a ser un centro de desarrollo
· Implementar un plan de mejoramiento de la competencia didáctica y desarrollo de capacidades para el personal docente de la Carrera
· Currículo
· Actualizar,  integrar y articular las diferentes áreas del conocimiento que integran el plan de estudios.
· Contar con un proceso de evaluación sistemático e integral del proceso de formación académico-profesional que ofrece la Carrera
· Implementar un plan para la consecución de metas sobre los niveles de deserción, permanencia y rendimiento académico de los estudiantes
· Implementar un control sobre el plan de estudios y las modificaciones curriculares que se realicen
· Fortalecer las relaciones interpersonales para favorecer  el clima organizacional de la Escuela
· Estudiantes
· Aumentar la atracción, admisión y permanencia de estudiantes para graduar profesionales satisfechos con su capacidad educativa  y formación humana
· Administración
· Contar con mayor presupuesto para mejorar y crecer en capacidad y calidad de equipo, instalaciones para actividades académicas
· Contar con información oportuna sobre el desempeño del personal docente para darle seguimiento y tomar acciones de mejora
· Contar con un plan para evaluar la gestión académica de la Escuela
· Infraestructura
· Adaptar la infraestructura del edifico administrativo de la Escuela a las condiciones  exigidas por la legislación vigente
· Dotar a la Escuela de mobiliario adecuado a las necesidades del personal
· Construir instalaciones que llenen las necesidades académicas en el Centro de Prácticas Docentes e Investigaciones Agropecuarias
· Contar con  un sistema de producción en ambientes protegidos para realizar actividades académicas
· Realizar mejoras en el edificio de la Planta Piloto Agroindustrial
· Mantener actualizados los materiales bibliográficos en las área disciplinarias de la Carrera
· Actualizar el equipo de apoyo académico
· Impacto y pertinencia
· Promover la proyección académica de la Escuela hacia la comunidad nacional e internacional e incorporar esa proyección en la formación integral del estudiante
· Promover el intercambio académico con base en una estrategia definida por la Carrera
· Incorporar las percepciones de los graduados, estudiantes y empleadores para el mejoramiento de los planes de estudio y programas de enseñanza de la Escuela
Solicitudes a la Institución
· Sustitución de las Plazas de Jubilados 
· Realizar estudio de Clima Organizacional
· Creación de plaza T.C. Apoyo Administrativo 
· Creación de plaza T.C. Profesor para la licenciatura
· Plaza ¼ T.C Maestría en Gestión 
· Construcción de Planta Física en Centro de Prácticas Docentes y Experimentación Agropecuaria 
· Construcción y acondicionamiento de Modulo de Ambiente Protegido 
· Remodelación Planta Piloto Agroindustrial 
· Remodelación Planta Administrativa 
· Renovación de mobiliario de aulas, oficinas y laboratorios 
· Adquisición tractor pequeño 
· Finalizar construcción malla Campo de Prácticas Docentes y Experimentación Agropecuaria
· Formación de Profesores en Programas de  Postgrado 
· Renovación de equipo computacional para profesores y Aula de Microcomputadores 
El señor Johnny Masís se refiere a la renovación del personal producto del personal jubilado y  consulta sobre los mecanismos previstos para comunicar la necesidad de capacitación al Comité de Becas. 
El señor Ronald Elizondo expresa que la Escuela está contemplando un plan de formación a nivel de postgrado y pregrado, coordinando con la Oficina de Planificación y del Comité de Becas. También trabajando a nivel de convenios. 
El señor Luis Fernando González consulta cuál es la deficiencia más grande que tiene la carrera y en cuanto tiempo se estaría realizando la presentación de los pares.
El señor Ronald Elizondo manifiesta que la mayor concentración es sobre la parte curricular con el fin de aportar a la sociedad un programa pertinente. Respecto a la presentación de los pares, ya están tramitando el pago al SINAES para la evaluación primaria y se visualiza que la visita de pares sea para el segundo semestre.
El señor Johnny Masís consulta la forma en que la Escuela de Ingeniería Agropecuaria a través de la acreditación, vínculo (egresados-empleadores) constituiría una oportunidad para poder satisfacer la necesidad nacional y cuestiona por qué  el Tecnológico deba invertir mediante la  acreditación de esta Carrera.
El señor Ronald Elizondo expresa que dentro de la estructura económica del país si bien este sector ha disminuido sigue siendo importante en su aporte en el PIB, así como al número de empleos producto de la incorporación de nuevas áreas en cuanto a producción. Considera que el Tecnológico no puede ser excluido de contribuir, teniendo Costa Rica una estructura tan importante dentro del sector agropecuario. Resalta que este es esfuerzo realizado por la Escuela sobre la formación de empresarios, vinculados con emprendedurismo a nivel nacional e internacional. 
El señor Isidro Álvarez consulta sobre los efectos generados en la Escuela sobre la política de la matrícula de admisión diferenciada. 
El señor Ronald Elizondo manifiesta que en este semestre ingresaron mediante este sistema 24 estudiantes a quienes han venido dando seguimiento en coordinación con la VIESA y la Asociación de Estudiantes de Ingeniería Agropecuaria Administrativa, pero a tan solo dos meses no se podría obtener una respuesta.
La señora Rocío Poveda consulta sobre el proceso de acercamiento que ha implementado la Carrera y los insta a continuar con la práctica.
El señor Eugenio Trejos da las gracias al señor Ronald Elizondo por su participación.
NOTA: Se retira el señor Ronald Elizondo a las 12:55 p.m.
MOCIÓN DE ORDEN:  El señor Eugenio Trejos al ser las 12:55 p.m., presenta moción de orden para ampliar el horario de la sesión en cuarenta minutos.  Se somete a votación y se obtiene 9 votos a favor 0 en contra.
Se somete a votación la propuesta  y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor 0 en contra. Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado 9 votos a favor 0 en contra.
Por tanto, el Consejo Institucional,
CONSIDERANDO:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio ViDa-0168-2009 con fecha 24 de febrero del 2009, suscrito por la Ing. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el “Informe Final de Autoevaluación con miras a la Acreditación” de la Carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa, según acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en la Sesión Ordinaria No. 02-2009, celebrada el 18 de febrero del 2009, Art. 5, inciso a.  El acuerdo en lo conducente dice:
“El Consejo de Docencia considerando que:
1. El Consejo de Escuela de Ingeniería Agropecuaria Administrativa aprobó el “Informe Final de Autoevaluación” y el Compromiso de Mejoramiento” de la Carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa en su sesión 2-2009, artículo primero del 13  de febrero del 2009.
2. En el memorando CEDA-083-2009, en el que se indica la conclusión del proceso de autoevaluación de la carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa y el traslado del Informe final al Consejo de Docencia para su aval.
El Consejo de Docencia Acuerda
1) Avalar el “Informe Final de Autoevaluación” y el “Compromiso de Mejoramiento” de la carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa.
2) Trasladar al Consejo Institucional para lo correspondiente.
Se aprueba por unanimidad
Acuerdo firme”
2. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en la reunión celebrada el  26 de Marzo de 2009, según consta en la Minuta No. 234-2009, procedió con el análisis del   Informe Final de Autoevaluación y el Compromiso de Mejoramiento de la Carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa con miras a la Acreditación de la Escuela de Ingeniería Agropecuaria Administrativa, el cual avala sin observaciones y dispone elevarlo al pleno para la aprobación del mismo.
SE ACUERDA:
a. Aprobar el Informe Final de Autoevaluación y el Compromiso de Mejoramiento de la Carrera de Ingeniería Agropecuaria Administrativa, con miras a la Acreditación ante el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES). 
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2602.	
ARTÍCULO 12  	Presentación Informe de Autoevaluación de la Escuela 				de  Ingeniería en  Computación  (Sede Cartago y Santa 				Clara) 	
La señora Rosaura Brenes procede a dar lectura a la propuesta denominada:  “Presentación Informe de Autoevaluación de la Escuela de Ingeniería en Computación (Sede Cartago y Santa Clara)”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, la cual se adjunta a la carpeta. 
NOTA:  Se retira al señor Javier Brenes al ser la 1:00 p.m., con permiso de la Presidencia, en razón de que debe realizar un examen.
El señor Johnny Masís consulta sobre el alcance de los compromisos por mejorar.
El señor Isidro Álvarez se refiere a la información de datos sobre los costos, y consulta si se tiene medición sobre el impacto en el presupuesto de estas acreditaciones, tanto en el período inmediato como a futuro.
La señora Rosaura Brenes informa que en el informe que cada carrera presenta contiene los costos del plan de mejoramiento y contemplan un lapso de cuatro años, agrega que para ambas acreditaciones esto es realizables. 
El señor Eugenio Trejos manifiesta que la Escuela de Computación realizó un gran esfuerzo para ajustar los requerimientos al presupuesto institucional. 
El señor Luis Fernando González agrega que en la presentación de la propuesta ante la Comisión de Asuntos Académicos, manifestaron que, si bien el presupuesto es elevado han tenido que subsistir con un presupuesto ínfimo y deben renovar el equipo constantemente, aún así realizaron la estructuración del presupuesto.
Se somete a votación la propuesta  y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor 0 en contra. Se somete a votación la firmeza y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor 0 en contra.
Por tanto, el Consejo Institucional, 
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio ViDa-280-2009,  con fecha 18 de marzo de 2009, suscrito por el Ing. Ronald Elizondo, Vicerrector a.i. de la Vicerrectoría de Docencia, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual adjunta el Informe de Autoevaluación de la Carrera de Ingeniería en Computación (Sede de Cartago y Sede de Santa Clara), con miras a la Acreditación ante el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES), según acuerdo tomado por el Consejo de Docencia en la Sesión Ordinaria No. 04-2009, celebrada el 18 de marzo del 2009, Art. 3, inciso b. El acuerdo en lo conducente dice:
“El Consejo de Docencia considerando que:
1. El Consejo de Escuela de Ingeniería en Computación aprobó el “Informe Final de Autoevaluación” y el Compromiso de Mejoramiento” de la Carrera de Ingeniería en Computación para las sedes de Cartago y de San Carlos en su sesión 5-2009, artículo primero del 9 de marzo del 2009.
2.	En el memorando CEDA-107-2009, en el que se indica la conclusión del proceso de autoevaluación de la carrera de Ingeniería en Computación y el traslado del Informe final al Consejo de Docencia para su aval.
El Consejo de Docencia Acuerda 
3) Avalar el “Informe Final de Autoevaluación” y el “Compromiso de Mejoramiento” de la carrera de Ingeniería en Computación (sede de Cartago y sede de Santa Clara San Carlos).
4) Trasladar al Consejo Institucional para lo correspondiente.
Se aprueba por unanimidad
Acuerdo firme”
2. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en la reunión celebrada el  26 de Marzo de 2009, según consta en la Minuta No. 234-2009, recibió a los señores:  Freddy Ramírez, Lilliana Sancho, Eva Meza, Julia Espinoza, Vera Gamboa  y Gaudy EsquiveL, integrantes de la Comisión encargada del Informe Final de Autoevaluación de la Carrera de Ingeniería en Computación (Sede de Cartago y Sede de Santa Clara San Carlos) con miras a la Acreditación de la Carrera de Ingeniería en Computación, quienes expusieron  el Informe. 
3. En esa misma reunión la Comisión de Asuntos Académicos, analizó detalladamente los puntos expuestos por los invitados y dispuso, avalar el Informe y elevar la propuesta para su conocimiento y aprobación al Consejo Institucional.
SE ACUERDA:
a. Aprobar el Informe Final de Autoevaluación de la Carrera de Ingeniería en Computación (Sede de Cartago y Sede de Santa Clara San Carlos), con miras a la Acreditación ante el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES). 
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
El señor Luis Fernando González resalta que en estas dos autoevaluaciones  atinan mucho con respecto al proceso de infraestructura. Agrega que si se quiere mantener el compromiso de acreditación, no se puede desatender ni equipo ni infraestructura, dado el impacto que esto genera en la atracción de  estudiantes.
El señor Eugenio Trejos señala que la desatención se debe matizar hacia la disponibilidad de recursos.
La señora Rosaura Brenes se refiere al clima organizacional y manifestó que es importante darle la atención debida cuanto antes.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2602.
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO  13. 	Situación médica en la Sede de San Carlos 
La señora  Lilliana Harley manifiesta su preocupación por la atención médica en la Sede San Carlos. Señala que es preocupante que actualmente en San Carlos sólo se está dando consulta médica los días martes y jueves de 4 pm a 9 pm, la atención está dirigida para funcionarios, estudiantes y familiares. 
Agrega que el Consejo Institucional aprobó una plaza para médico que no está siendo ocupada, y la plaza del Dr. Lizarme, el cual renunció desde enero, fue eliminada, ya que al parecer el DEVESA la fusionó con la plaza nueva.  Externa que su mayor preocupación es que la Sede de San Carlos se encuentra descubierta en horas laborales, de atención médica y cuestiona quién va a atender una emergencia en horas laborales si el único médico que queda trabaja en horas no laborales de la Sede.  Manifiesta que en lugar de mejorarse el servicio, éste se ha deteriorado dejando descubierta la atención médica que se supone es un beneficio para los estudiantes y funcionarios, y más bien se están beneficiando a los familiares quienes pueden asistir a los EBAIS respectivos. 
Para concluir señala la urgencia de tomar decisiones al respecto debido a que ante una emergencia no existe un médico en la sede de San Carlos y las enfermeras no pueden aplicar tratamientos sin una indicación médica.
La señora Rosaura Brenes acota que a la Comisión de Calidad de Vida ingresó el caso del señor Lizarme y de acuerdo a solicitud ante el Departamento de Recursos Humanos, se informó que DEVESA  actuó a criterio propio.
El señor Eugenio Trejos manifiesta que solicitará información al respecto.
La señora Lilliana Harley manifiesta su preocupación ya que el horario de atención a familiares de la Sede San Carlos fue publicado mediante correo electrónico y esto podría ocasionar disgusto en los demás funcionarios y no se daría abasto. 


ARTÍCULO  14. Reubicación y carga académica de la Ingra. Ivonne Vásquez 
La señora  Lilliana Harley solicita información sobre la reubicación de la profesora Ivonne Vásquez.  Se refiere a las solicitudes realizadas por el señor Eugenio Trejos ante la VIESA y  la ASETEC.  Además consulta sobre la  carga académica asignada a la señora Vásquez ya que por ser docente, como mínimo debería contar con un 1/4  de tiempo.  Manifiesta que es urgente tomar decisiones al respecto debido a que la salud de la funcionaria, tanto física como mental se está viendo afectada.
El señor Eugenio Trejos informa que realizó las gestiones ante el Consejo de Trabajo Social y Salud, pero no acogieron la solicitud.  Respecto a la gestión realizada a la ASETEC, informa que el señor Enrique Rivera le comunicó que  el espacio ya había sido asignado. Otra alternativa sería en el Aula de Cultura y Deporte, ubicada continuo a la Oficina de Educación Técnica, pero esta estaría disponible hasta que sean  reubicados los cursos, o bien,  el espacio que tiene actualmente la Oficina de Equidad de Género  y que actualmente utilizan como cafetería.  Respecto a la carga académica solicitó a la Vicerrectora de Docencia realizar las gestiones para que le otorgaran los cursos de Formación Humanística. 
Señala que se analizan otras opciones como son el espacio que utilizaba la fotocopiadora en el Centro de Cómputo y en las instalaciones del nuevo Centro de Fotocopiado.  
ARTÍCULO 15.	 Entrega de Informe de Labores del Consejo Institucional
El señor Víctor Estrada consulta el por qué el Informe de Labores del Consejo Institucional no fue entregado a tiempo a los Asambleístas en forma escrita,  ya que considera que es una perdida de recursos el enviarlo al Taller de  Publicaciones y no entregarlo.
El señor Eugenio Trejos informa que la razón por la que no se entregó en la Asamblea el documento fue por un problema de comunicación en cuanto a la distribución del mismo, para lo cual la Secretaría del Consejo Institucional está realizando la distribución respectiva. 
ARTÍCULO 16.	Informe de Prensa
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que recibió copia de Informe de Prensa correspondiente al 31 de marzo del 2009, el cual ha sido circulado en el transcurso de esta Sesión.  (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
Siendo la una y treinta minutos se levanta la Sesión. 
JZV/apmc
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